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PRESENTACION 

 

En el marco del Curso para la Defensoría Penal Pública 2014, el Centro de Derechos Humanos de la 

Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, comprometió una recopilación de estándares 

jurisprudenciales en materia de Integridad personal, Libertad Personal y Debido Proceso que fueran 

de utilidad para la Defensa Penal Pública. 

Esta recopilación trata los principales aspectos que ha desarrollado la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en cada uno de estos derechos. Se recogen y ordenan 

sistemáticamente los estándares que nos parece esencial que conozcan los defensores y defensoras 

penales público, a fin de que en su trabajo puedan desarrollar argumentos basados no solo en el 

sistema normativo de origen nacional, sino que también utilizando estándares del sistema normativo 

nacional de origen internacional. 

Con este trabajo se cierra el proceso de acompañamiento y formación que hemos desarrollado los 

últimos dos años con la Defensoría Penal Pública y que contó con el apoyo de la Fundación Ford. 

Agradecemos a todos los que depositaron su confianza en este esfuerzo normativo, particularmente, 

a los defensores y defensoras que tomaron los cursos semipresenciales a cargo del Centro de Derechos 

Humanos. 

 

Claudio Nash (director proyecto) 

Constanza Núñez (investigadora a cargo recopilación)  
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I. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL 

 

1. Formas de afectación del derecho a la integridad personal 

Corte IDH. Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 

de noviembre de 1997. Serie C Nº 34 

66. La Corte da por probado con las declaraciones de los testigos presenciales, que el señor Castillo 

Páez, después de ser detenido por agentes de la Policía fue introducido en la maletera del vehículo 

oficial. Lo anterior constituye una infracción al artículo 5 de la Convención que tutela la integridad 

personal, ya que, aun cuando no hubiesen existido otros maltratos físicos o de otra índole, esa acción 

por sí sola debe considerarse claramente contraria al respeto debido a la dignidad inherente al ser 

humano. 

Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie 

C No. 69 

102. La jurisprudencia internacional ha ido desarrollando la noción de tortura psicológica. La Corte 

Europea de Derechos Humanos ha establecido que es suficiente el mero peligro de que vaya a 

cometerse alguna de las conductas prohibidas por el artículo 3 de la Convención Europea para que 

pueda considerarse infringida la mencionada disposición, aunque el riesgo de que se trata debe ser 

real e inmediato. En concordancia con ello, amenazar a alguien con torturarle puede constituir, en 

determinadas circunstancias, por lo menos un "trato inhumano". Ese mismo Tribunal ha estimado que 

debe tomarse en cuenta, a efectos de determinar si se ha violado el artículo 3 de la Convención 

Europea de Derechos Humanos, no sólo el sufrimiento físico sino también la angustia moral. En el 

marco del examen de comunicaciones individuales, el Comité de Derechos Humanos de Naciones 

Unidas ha calificado la amenaza de hacer sufrir a una persona una grave lesión física como una 

"tortura psicológica". 

Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C Nº 160 

271. Este Tribunal ha indicado que la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes 

están estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. La 

prohibición absoluta de la tortura, tanto física como psicológica, pertenece hoy día al dominio del jus 

cogens internacional. Dicha prohibición subsiste aun en las circunstancias más difíciles, tales como 

guerra, amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y cualesquiera otros delitos, estado de sitio o 

de emergencia, conmoción o conflicto interno, suspensión de garantías constitucionales, inestabilidad 

política interna u otras emergencias o calamidades públicas. 

279. Este Tribunal ha sostenido que la mera amenaza de que ocurra una conducta prohibida por el 

artículo 5 de la Convención Americana, cuando sea suficientemente real e inminente, puede constituir 

en sí misma una transgresión a la norma de que se trata. Para determinar la violación al artículo 5 de 

la Convención, debe tomarse en cuenta no sólo el sufrimiento físico sino también la angustia psíquica 
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y moral. La amenaza de sufrir una grave lesión física puede llegar a configurar una ‘tortura 

psicológica’. 

Corte IDH. Caso Familia Barrios Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

24 de noviembre de 2011. Serie C Nº 237 

52. La Corte ya ha establecido que ‘[l]a infracción del derecho a la integridad física y psíquica de las 

personas es una clase de violación que tiene diversas connotaciones de grado y que abarca desde la 

tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos o degradantes, cuyas secuelas físicas 

y psíquicas varían de intensidad según los factores endógenos y exógenos que deberán ser 

demostrados en cada situación concreta’. Es decir, las características personales de una supuesta 

víctima de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes, deben ser tomadas en cuenta al momento 

de determinar si la integridad personal fue vulnerada, y por ende, incrementar el sufrimiento ya el 

sentido de humillación cuando son sometidas a ciertos tratamientos. Asimismo, el Tribunal ha 

indicado que todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio comportamiento 

de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana en violación del artículo 5 de la 

Convención Americana. 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-20 Prohibición de la tortura u otros 

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (Sustituye la CCPR/GC/7), 1992 

5. La prohibición enunciada en el artículo 7 se refiere no solamente a los actos que causan a la víctima 

dolor físico, sino también a los que causan sufrimiento moral. Es más, a juicio del Comité, la 

prohibición debe hacerse extensiva a los castigos corporales, incluidos los castigos excesivos 

impuestos por la comisión de un delito o como medida educativa o disciplinaria. 

2. La prohibición de tortura 

Corte IDH. Caso Goiburú y otros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

22 de septiembre de 2006. Serie C Nº 153 

128. Según fue señalado anteriormente (supra párr. 93), los hechos del presente caso han infringido 

normas inderogables de derecho internacional (jus cogens), en particular las prohibiciones de la 

tortura y de las desapariciones forzadas de personas. Estas prohibiciones son contempladas en la 

definición de conductas que se considera afectan valores o bienes trascendentales de la comunidad 

internacional, y hacen necesaria la activación de medios, instrumentos y mecanismos nacionales e 

internacionales para la persecución efectiva de tales conductas y la sanción de sus autores, con el fin 

de prevenirlas y evitar que queden en la impunidad. Es así como, ante la gravedad de determinados 

delitos, las normas de derecho internacional consuetudinario y convencional establecen el deber de 

juzgar a sus responsables. En casos como el presente, esto adquiere especial relevancia pues los 

hechos se dieron en un contexto de vulneración sistemática de derechos humanos –constituyendo 

ambos crímenes contra la humanidad– lo que genera para los Estados la obligación de asegurar que 

estas conductas sean perseguidas penalmente y sancionados sus autores. 

Corte IDH. Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 

de mayo de 2007. Serie C No. 164 
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76. En primer lugar, la Corte reitera su jurisprudencia en el sentido de que la tortura y las penas o 

tratos crueles, inhumanos o degradantes están estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional 

de los Derechos Humanos. La prohibición absoluta de la tortura, tanto física como psicológica, 

pertenece hoy día al dominio del jus cogens internacional. Dicha prohibición subsiste aun en las 

circunstancias más difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y 

cualesquiera otros delitos, estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interno, suspensión 

de garantías constitucionales, inestabilidad política interna u otras emergencias o calamidades 

públicas. 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-20 Prohibición de la tortura u otros 

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (Sustituye la CCPR/GC/7), 1992 

2. La finalidad de las disposiciones del artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos es proteger la dignidad y la integridad física y mental de la persona. El Estado Parte tiene el 

deber de brindar a toda persona, mediante medidas legislativas y de otra índole, la protección 

necesaria contra los actos prohibidos por el artículo 7, sean infligidos por personas que actúen en el 

desempeño de sus funciones oficiales, al margen de dichas funciones o incluso a título privado. La 

prohibición enunciada en el artículo 7 queda complementada por las disposiciones positivas del 

párrafo 1 del artículo 10, según el cual "toda persona privada de libertad será tratada humanamente y 

con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano". 

3. El texto del artículo 7 no admite limitación alguna. El Comité reafirmó asimismo que, incluso en 

situaciones excepcionales como las mencionadas en el artículo 4 del Pacto, nada autoriza la 

suspensión de la cláusula del artículo 7, y las disposiciones de dicho artículo deben permanecer en 

vigor. Análogamente, el Comité observa que no se puede invocar justificación o circunstancia 

atenuante alguna como pretexto para violar el artículo 7 por cualesquiera razones, en particular las 

basadas en una orden recibida de un superior jerárquico o de una autoridad pública. 

Comité contra la Tortura. Observación CAT-GC-2 Aplicación del artículo 2 por los Estados 

Partes, 2008 

3. La obligación de impedir los actos de tortura, estipulada en el artículo 2, tiene gran alcance. Las 

obligaciones de prevenir la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (en 

adelante, los malos tratos) previstos en el párrafo 1 del artículo 16 son indivisibles, interdependientes 

e interrelacionadas. La obligación de impedir los malos tratos coincide en la práctica con la obligación 

de impedir la tortura y la enmarca en buena medida. En el artículo 16, en el que se indican los medios 

para impedir los malos tratos, se subrayan, "en particular", las medidas señaladas en los artículos 10 

a 13, aunque no se limita la prevención efectiva a tales artículos, como ha explicado el Comité, por 

ejemplo, con respecto a la indemnización prevista en el artículo 14. En la práctica, no suele estar claro 

el límite conceptual entre, los malos tratos y la tortura. La experiencia demuestra que las condiciones 

que dan lugar a malos tratos suelen facilitar la tortura y, por consiguiente, las medidas necesarias para 

impedir la tortura han de aplicarse para impedir los malos tratos. Por consiguiente, el Comité 

considera que la prohibición de los malos tratos tiene también carácter absoluto en la Convención, y 

que su prevención debe ser efectiva e imperativa. 
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5. El párrafo 2 del artículo 2 dispone que la prohibición de la tortura es absoluta e imperativa. Resalta 

que los Estados Partes en ningún caso podrán invocar circunstancias excepcionales para justificar 

actos de tortura en ningún territorio que esté bajo su jurisdicción. Entre esas circunstancias, la 

Convención señala el estado de guerra o la amenaza de guerra, la inestabilidad política interna o 

cualquier otra emergencia pública, por ejemplo, una amenaza de actos terroristas o delitos violentos, 

o un conflicto armado, tenga o no carácter internacional. Preocupan profundamente al Comité, que 

los repruebe absolutamente, los esfuerzos que realizan los Estados para justificar la tortura y los malos 

tratos como medio para proteger la seguridad pública o evitar las emergencias en éstas o cualquier 

otra situación. El Comité rechaza igualmente toda justificación fundada en la religión o en la tradición 

de la infracción de esta prohibición absoluta. El Comité considera que las amnistías u otros obstáculos 

que impiden enjuiciar y castigar con prontitud e imparcialidad a los autores de actos de tortura o 

malos tratos, o ponen de manifiesto una falta de voluntad al respecto, infringen el carácter imperativo 

de la prohibición. 

3. Distinción entre tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes 

Corte IDH. Caso Loayza Tamayo vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 

noviembre de 1997, Serie C Nº 33 y 42 

57. La infracción del derecho a la integridad física y psíquica de las personas es una clase de violación 

que tiene diversas connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes 

o tratos crueles, inhumanos o degradantes cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad 

según los factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en cada situación concreta. La 

Corte Europea de Derechos Humanos ha manifestado que, aún en la ausencia de lesiones, los 

sufrimientos en el plano físico y moral, acompañados de turbaciones psíquicas durante los 

interrogatorios, pueden ser considerados como tratos inhumanos. El carácter degradante se expresa 

en un sentimiento de miedo, ansia e inferioridad con el fin de humillar, degradar y de romper la 

resistencia física y moral de la víctima (cf. Case of Ireland v. the United Kingdom, Judgment of 18 

January 1978, Series A no. 25. párr. 167). Dicha situación es agravada por la vulnerabilidad de una 

persona ilegalmente detenida (cf. Case Ribitsch v. Austria, Judgment of 4 December 1995, Series A 

no. 336, párr. 36). Todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio 

comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana (cf. Ibid., párr. 

38) en violación del artículo 5 de la Convención Americana. Las necesidades de la investigación y 

las dificultades innegables del combate al terrorismo no deben acarrear restricciones a la protección 

de la integridad física de la persona. 

Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114 

149. Los actos de violencia perpetrados de manera intencional por agentes del Estado contra el señor 

Daniel Tibi produjeron a éste grave sufrimiento físico y mental. La ejecución reiterada de estos actos 

violentos tenía como fin disminuir sus capacidades físicas y mentales y anular su personalidad para 

que se declarara culpable de un delito. En el caso sub judice se ha demostrado, además, que la presunta 

víctima recibió amenazas y sufrió hostigamientos durante el período de su detención, que le 

produjeron pánico y temor por su vida. Todo ello constituye una forma de tortura, en los términos del 

artículo 5.2 de la Convención Americana. 
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Corte IDH. Caso Bueno Alves vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de 

mayo de 2007, Serie C Nº 164 

78. Ahora bien, para definir lo que a la luz del artículo 5.2 de la Convención Americana debe 

entenderse como “tortura”, la Corte debe tomar en cuenta la definición que al respecto hace la primera 

parte del artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante 

“CIPST”), así como las diversas definiciones contenidas en algunos de los instrumentos citados en el 

párrafo anterior. Esto es particularmente relevante para el Tribunal, puesto que conforme a su propia 

jurisprudencia, “al dar interpretación a un tratado no sólo se toman en cuenta los acuerdos e 

instrumentos formalmente relacionados con éste (inciso segundo del artículo 31 de la Convención de 

Viena), sino también el sistema dentro del cual se inscribe (inciso tercero del artículo 31)”. Esta 

orientación tiene particular importancia para el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que 

ha avanzado sustancialmente mediante la interpretación evolutiva de los instrumentos internacionales 

de protección. 

79. En razón de lo expuesto, la Corte entiende que los elementos constitutivos de la tortura son los 

siguientes: a) un acto intencional; b) que cause severos sufrimientos físicos o mentales, y c) que se 

cometa con determinado fin o propósito. 

Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y Otras Vs. México, sentencia de 31 de agosto de 2010, Serie 

C Nº 216 

112. Con el fin de analizar la severidad del sufrimiento padecido, la Corte debe tomar en cuenta las 

circunstancias específicas de cada caso. Para ello, se deben considerar las características del trato, 

tales como la duración, el método utilizado o el modo en que fueron infligidos los padecimientos, los 

efectos físicos y mentales que éstos pueden causar, así como las condiciones de la persona que padece 

dichos sufrimientos, entre ellos, la edad, el sexo y el estado de salud, entre otras circunstancias 

personales. 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220 

133. Ahora bien, la Corte ha señalado que la infracción del derecho a la integridad física y psíquica 

de las personas es una clase de violación que tiene diversas connotaciones de grado y que abarca 

desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos o degradantes cuyas secuelas 

físicas y psíquicas varían de intensidad según los factores endógenos y exógenos (duración de los 

tratos, edad, sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser demostrados en cada 

situación concreta. Asimismo, el Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea 

estrictamente necesario por el propio comportamiento de la persona detenida constituye un atentado 

a la dignidad humana en violación del artículo 5 de la Convención Americana199. 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-20 Prohibición de la tortura u otros 

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (Sustituye la CCPR/GC/7), 1992 
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4. El Pacto no contiene definición alguna de los conceptos abarcados por el artículo 7, ni tampoco el 

Comité considera necesario establecer una lista de los actos prohibidos o establecer distinciones 

concretas entre las diferentes formas de castigo o de trato; las distinciones dependen de la índole, el 

propósito y la severidad del trato aplicado. 

Comité contra la Tortura. Observación CAT-GC-2 Aplicación del artículo 2 por los Estados 

Partes, 2008 

10. El Comité reconoce que la mayoría de los Estados Partes tipifican o definen en sus códigos penales 

ciertas conductas como malos tratos. En comparación con la tortura, los malos tratos difieren en la 

gravedad del dolor y el sufrimiento y no requieren la prueba de fines inaceptables. El Comité destaca 

que sería una violación de la Convención enjuiciar como malos tratos conductas en las que también 

están presentes los elementos constitutivos de tortura. 

Comité de Derechos Humanos. Caso Corey Brough con Australia. Comunicación N° 1184/2003, 

2006. 

9.2 El trato inhumano debe alcanzar un grado de severidad mínimo para quedar abarcado por el 

artículo 10 del Pacto. La valoración de ese mínimo depende de todas las circunstancias del caso, tales 

como el carácter y el contexto del tratamiento, su duración, sus efectos físicos o mentales y, en 

algunos casos, el sexo, la edad, el estado de salud u otra condición de la víctima. 

4. Obligación de investigar y sancionar actos de tortura 

Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114 

159. La Corte entiende que, a la luz de la obligación general de los Estados partes de respetar y 

garantizar los derechos a toda persona sujeta a su jurisdicción, contenida en el artículo 1.1 de la 

Convención Americana, el Estado tiene el deber de iniciar de oficio e inmediatamente una 

investigación efectiva que permita identificar, juzgar y sancionar a los responsables, cuando existe 

denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en violación del artículo 5 

de la Convención Americana. En el presente caso, la Corte observa que el Estado no actuó con arreglo 

a esas previsiones. El señor Daniel Tibi presentó serias lesiones cuando estuvo detenido en la 

Penitenciaría del Litoral, lo que debió ser motivo suficiente para que las autoridades competentes 

iniciaran, de oficio, una investigación sobre lo ocurrido a éste. Esta actuación está normada, además, 

de manera específica en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura que 

obligan a los Estados partes a tomar todas las medidas efectivas para prevenir y sancionar todos los 

actos de tortura dentro del ámbito de su jurisdicción. Desde que entró en vigor en el Ecuador la 

referida Convención Interamericana contra la Tortura (9 de diciembre de 1999), es exigible al Estado 

el cumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho tratado. Está probado que, en el lapso 

transcurrido desde esa fecha, el Estado no ha investigado, juzgado ni sancionado a los responsables 

de las torturas a las que fue sometida la presunta víctima. Por ello, para la Corte esta conducta 

constituye una violación de los artículos 5 de la Convención Americana, en relación con el 1.1 de la 

misma, así como inobservancia de las obligaciones contenidas en los artículos 1, 6 y 8 de la 

Convención Interamericana contra la Tortura. 
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Corte IDH. Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005. Serie 

C No. 132 

54. La Corte entiende que, a la luz de la obligación general de los Estados Partes de respetar y 

garantizar los derechos a toda persona sujeta a su jurisdicción, contenida en el artículo 1.1 de la 

Convención Americana, el Estado tiene el deber de iniciar de oficio e inmediatamente una 

investigación efectiva que permita identificar, juzgar y sancionar a los responsables, cuando existe 

denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en violación del artículo 5 

de la Convención Americana. Esta actuación está normada, además, de manera específica en los 

artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura que obligan a los Estados Partes 

a adoptar todas las medidas efectivas para prevenir y sancionar todos los actos de tortura dentro del 

ámbito de su jurisdicción, así como a garantizar que los casos de tortura sean examinados 

imparcialmente. En el presente caso, la Corte observa que Colombia no actuó con arreglo a esas 

previsiones, ya que a la fecha ninguna persona ha sido sancionada por las torturas infligidas al señor 

Wilson Gutiérrez Soler y que el propio Estado ha reconocido defectos en relación con las garantías 

judiciales de los procesos internos (supra párrs. 26, 28 y 48.10). Desde que entró en vigor en Colombia 

la referida Convención Interamericana contra la Tortura, el 18 de febrero de 1999, es exigible al 

Estado el cumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho tratado. Por ello, para el Tribunal 

esta conducta constituye incumplimiento de las obligaciones contenidas en los artículos 1, 6 y 8 de la 

Convención Interamericana contra la Tortura en lo que atañe a la obligación de prevenir y sancionar 

la tortura en el ámbito interno. 

Corte IDH. Caso Goiburú y otros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

22 de septiembre de 2006. Serie C Nº 153 

88. Además, fue verificada una situación generalizada de impunidad de las graves violaciones a los 

derechos humanos existente en ese entonces (supra párrs. 61.2 a 61.4 y 73), que condicionaba la 

protección de los derechos en cuestión. En este sentido, la Corte ha entendido que de la obligación 

general de garantizar los derechos humanos consagrados en la Convención, contenida en el artículo 

1.1 de la misma, deriva la obligación de investigar los casos de violaciones del derecho sustantivo 

que debe ser amparado, protegido o garantizado. Así, en casos de ejecuciones extrajudiciales, 

desapariciones forzadas y otras graves violaciones a los derechos humanos, el Tribunal ha 

considerado que la realización de una investigación ex officio, sin dilación, seria, imparcial y efectiva, 

es un elemento fundamental y condicionante para la protección de ciertos derechos que se ven 

afectados o anulados por esas situaciones, como los derechos a la libertad personal, integridad 

personal y vida. 

131. De manera consecuente con lo anterior, ante la naturaleza y gravedad de los hechos, más aún 

tratándose de un contexto de violación sistemática de derechos humanos, la necesidad de erradicar la 

impunidad se presenta ante la comunidad internacional como un deber de cooperación inter-estatal 

para estos efectos. La impunidad no será erradicada sin la consecuente determinación de las 

responsabilidades generales –del Estado- y particulares –penales de sus agentes o particulares-, 

complementarias entre sí. El acceso a la justicia constituye una norma imperativa de Derecho 

Internacional y, como tal, genera obligaciones erga omnes para los Estados de adoptar las medidas 

que sean necesarias para no dejar en la impunidad esas violaciones, ya sea ejerciendo su jurisdicción 
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para aplicar su derecho interno y el derecho internacional para juzgar y, en su caso, sancionar a los 

responsables, o colaborando con otros Estados que lo hagan o procuren hacerlo. 

Corte IDH. Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas, Sentencia de 12 de agosto 2008. Serie C N° 186 

259. De conformidad con lo señalado en el Capítulo X de esta Sentencia, el Tribunal estima pertinente 

ordenar al Estado que adecue en un plazo razonable su derecho interno y, al respecto, tipifique los 

delitos de desaparición forzada y tortura, en los términos y en cumplimiento de los compromisos 

asumidos en relación a la Convención sobre Desaparición Forzada y la Convención contra la Tortura, 

a partir del 28 de marzo de 1996 y del 28 de agosto de 1991, respectivamente. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez (Diario Militar) Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 20 noviembre de 2012 Serie C No. 253 

233. Además, la Corte considera pertinente señalar que la obligación de investigar, juzgar y, en su 

caso, sancionar a los responsables de hechos violatorios de los derechos humanos no se deriva 

solamente de la Convención Americana, en determinadas circunstancias y dependiendo de la 

naturaleza de los hechos, también se desprende de otros instrumentos interamericanos que establecen 

la obligación a cargo de los Estados Partes de investigar las conductas prohibidas por tales tratados. 

En relación con los hechos del presente caso, el Tribunal observa que, conforme a la Convención 

Interamericana contra la Tortura, los Estados tienen el deber de investigar todo acto que pudiera 

constituir tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes que ocurra en su 

jurisdicción. Dichas disposiciones especifican y complementan las obligaciones que tiene el Estado 

con respecto al respeto y garantía de los derechos consagrados en la Convención Americana, así como 

"el corpus juris internacional en materia de protección de la integridad personal". 

Comité contra la Tortura. Observación CAT-GC-2 Aplicación del artículo 2 por los Estados 

Partes, 2008 

8. Los Estados Partes deben tipificar y castigar el delito de tortura en su legislación penal, de 

conformidad, como mínimo, con los elementos de la tortura que se definen en el artículo 1 de la 

Convención, y los requisitos del artículo 4. 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-20 Prohibición de la tortura u otros 

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (Sustituye la CCPR/GC/7), 1992 

8. El Comité observa que, en relación con la aplicación del artículo 7, no basta con prohibir ese trato 

o castigo o con declararlo delito. Los Estados Partes deberán informar al Comité sobre las medidas 

legislativas, administrativas, judiciales y de otra índole que adopten para prevenir y castigar los actos 

de tortura, así como los tratos crueles, inhumanos y degradantes, en todo el territorio sometido a su 

jurisdicción. 

5. Estándares referidos al proceso penal y las etapas de investigación y juzgamiento 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 Serie C Nº 220 
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165. Al respecto, la Corte observa que la regla de exclusión de pruebas obtenidas  mediante la tortura 

o tratos crueles e inhumanos (en adelante “regla de exclusión”) ha sido reconocida por diversos 

tratados y órganos internacionales de protección de derechos humanos que han establecido que dicha 

regla es intrínseca a la prohibición de tales actos. Al respecto, la Corte considera que esta regla ostenta 

un carácter absoluto e inderogable. 

166. En este sentido, la Corte ha sostenido que la anulación de los actos procesales derivados de la 

tortura o tratos crueles constituye una medida efectiva para hacer cesar las consecuencias de una 

violación a las garantías judiciales. Además, el Tribunal considera necesario recalcar que la regla de 

exclusión no se aplica sólo a casos en los cuales se haya cometido tortura o tratos crueles. Al respecto, 

el artículo 8.3 de la Convención es claro al señalar que “[l]a confesión del inculpado solamente es 

válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza”, es decir que no se limita el supuesto de hecho 

a que se haya perpetrado un acto de tortura o trato cruel, sino que se extiende a cualquier tipo de 

coacción. En efecto, al comprobarse cualquier tipo de coacción capaz de quebrantar la expresión 

espontánea de la voluntad de la persona, ello implica necesariamente la obligación de excluir la 

evidencia respectiva del proceso judicial. Esta anulación es un medio necesario para desincentivar el 

uso de cualquier modalidad de coacción. 

167. Por otra parte, este Tribunal considera que las declaraciones obtenidas mediante coacción no 

suelen ser veraces, ya que la persona intenta aseverar lo necesario para lograr que los tratos crueles o 

la tortura cesen. Por lo anterior, para el Tribunal, aceptar o dar valor probatorio a declaraciones o 

confesiones obtenidas mediante coacción, que afecten a la persona o a un tercero, constituye a su vez 

una infracción a un juicio justo. Asimismo, el carácter absoluto de la regla de exclusión se ve reflejado 

en la prohibición de otorgarle valor probatorio no sólo a la prueba obtenida directamente mediante 

coacción, sino también a la evidencia que se desprende de dicha acción. En consecuencia, la Corte 

considera que excluir la prueba que haya sido encontrada o derivada de la información obtenida 

mediante coacción, garantiza de manera adecuada la regla de exclusión. 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-20 Prohibición de la tortura u otros 

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (Sustituye la CCPR/GC/7), 1992 

12. Para disuadir toda violación del artículo 7, es importante que la ley prohíba la utilización o la 

admisibilidad en los procesos judiciales de las declaraciones o confesiones obtenidas mediante tortura 

u otros tratos prohibidos. 

Comité de Derechos Humanos. Caso Nallaratnam Singarasa con Sri Lanka, Comunicación No. 

1033/2001, 2004 

7.4 El Comité llega a la conclusión de que, al imponer al acusado la carga de la prueba de que su 

confesión fue extraída bajo coacción, el Estado parte violó el párrafo 2 y el apartado g) del párrafo 3 

del artículo 14, leído conjuntamente con el párrafo 3 del artículo 2 y el artículo 7 del pacto. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007 

41. […] El derecho interno debe establecerse que las pruebas y las declaraciones o confesiones 

obtenidas por métodos que contravengan el artículo 7 del Pacto quedarán excluidas de las pruebas, 
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salvo que se utilicen para demostrar que hubo tortura u otros tratos prohibidos por esta disposición, y 

que en tales casos recaer· sobre el Estado la carga de demostrar que las declaraciones de los acusados 

han sido hechas libremente y por su propia voluntad. 

6. Estándares referidos a personas privadas de libertad 

6.1 El principio del trato humano y posición especial de garante del Estado 

Corte IDH. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 

112 

152. Frente a las personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en una posición especial de 

garante, toda vez que las autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre las 

personas que se encuentran sujetas a su custodia. De este modo, se produce una relación e interacción 

especial de sujeción entre la persona privada de libertad y el Estado, caracterizada por la particular 

intensidad con que el Estado puede regular sus derechos y obligaciones y por las circunstancias 

propias del encierro, en donde al recluso se le impide satisfacer por cuenta propia una serie de 

necesidades básicas que son esenciales para el desarrollo de una vida digna. 

Corte IDH. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133 

195. La Corte ha especificado que toda persona privada de la libertad tiene derecho a vivir en 

condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y que el Estado debe garantizar el 

derecho a la vida y a la integridad personal de los detenidos. Como responsable de los 

establecimientos de detención, el Estado debe garantizar a los reclusos la existencia de 

condiciones que dejen a salvo sus derechos. 

Corte IDH. Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de 

abril de 2006. Serie C No. 147 

120. La Corte ha establecido que el Estado es responsable, en su condición de garante de los derechos 

consagrados en la Convención, de la observancia del derecho a la integridad personal de todo 

individuo que se halla bajo su custodia. En consecuencia, existe la presunción de considerar 

responsable al Estado por las torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes que exhibe una persona 

que ha estado bajo la custodia de agentes estatales, si las autoridades no han realizado una 

investigación sería [sic] de los hechos seguida del procesamiento de los que aparezcan como 

responsables de tales conductas. En dicho supuesto, recae en el Estado la obligación de proveer una 

explicación satisfactoria y convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su 

responsabilidad, mediante elementos probatorios adecuados. 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-21 Trato humano de las personas 

privadas de libertad (Sustituye la CCPR/GC/9), 1992 

3. El párrafo 1 del artículo 10 impone a los Estados Partes una obligación positiva en favor de las 

personas especialmente vulnerables por su condición de personas privadas de libertad y complementa 
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la prohibición de la tortura y otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes prevista en el 

artículo 7 del Pacto. En consecuencia, las personas privadas de libertad no sólo no pueden ser 

sometidas a un trato incompatible con el artículo 7, incluidos los experimentos médicos o científicos, 

sino tampoco a penurias o a restricciones que no sean los que resulten de la privación de la libertad; 

debe garantizarse el respeto de la dignidad de estas personas en las mismas condiciones aplicables a 

las personas libres. Las personas privadas de libertad gozan de todos los derechos enunciados en el 

Pacto, sin perjuicio de las restricciones inevitables en condiciones de reclusión. 

4. Tratar a toda persona privada de libertad con humanidad y respeto de su dignidad es una norma 

fundamental de aplicación universal. Por ello, tal norma, como mínimo, no puede depender de los 

recursos materiales disponibles en el Estado Parte. Esta norma debe aplicarse sin distinción de ningún 

género, como, por ejemplo, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de 

otro género, origen nacional o social; patrimonio, nacimiento o cualquier otra condición. 

 

6.2 Condiciones carcelarias 

Corte IDH.  Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

25 de noviembre de 2004. Serie C Nº 119 

102. De conformidad con el artículo 5 de la Convención, toda persona privada de libertad tiene 

derecho a vivir en situación de detención compatible con su dignidad personal.  En otras 

oportunidades, este Tribunal ha señalado que la detención en condiciones de hacinamiento, el 

aislamiento en celda reducida, con falta de ventilación y luz natural, sin cama para el reposo ni 

condiciones adecuadas de higiene, la incomunicación o las restricciones indebidas al régimen de 

visitas constituyen una violación a la integridad personal. 

Corte IDH. Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 27 de abril de 2012. Serie C Nº 241 

67. Este Tribunal ha incorporado en su jurisprudencia los principales estándares sobre condiciones 

carcelarias y deber de prevención que el Estado debe garantizar en favor de las personas privadas de 

libertad. En particular, como ha sido establecido por esta Corte: 

a) el hacinamiento constituye en sí mismo una violación a la integridad personal; asimismo, 

obstaculiza el normal desempeño de las funciones esenciales en los centros penitenciarios; 

b) la separación por categorías deberá realizarse entre procesados y condenados y entre los menores 

de edad de los adultos, con el objetivo de que los privados de libertad reciban el tratamiento adecuado 

a su condición;  

c) todo privado de libertad tendrá acceso al agua potable para su consumo y al agua para su aseo 

personal; la ausencia de suministro de agua potable constituye una falta grave del Estado a sus deberes 

de garantía hacia las personas que se encuentran bajo su custodia; 

d) la alimentación que se brinde, en los centros penitenciarios, debe ser de buena calidad y debe 

aportar un valor nutritivo suficiente;  
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e) la atención médica debe ser proporcionada regularmente, brindando el tratamiento adecuado que 

sea necesario  y a cargo del personal médico calificado cuando este sea necesario;  

f) la educación, el trabajo y la recreación son funciones esenciales de los centros penitenciarios, las 

cuales deben ser brindadas a todas las personas privadas de libertad con el fin de promover la 

rehabilitación y readaptación social de los internos; 

g) las visitas deben ser garantizadas en los centros penitenciarios. La reclusión bajo un régimen de 

visitas restringido puede ser contraria a la integridad personal en determinadas circunstancias;  

h) todas las celdas deben contar con suficiente luz natural o artificial, ventilación y adecuadas 

condiciones de higiene; 

i) los servicios sanitarios deben contar con condiciones de higiene y privacidad; 

j) los Estados no pueden alegar dificultades económicas para justificar condiciones de detención que 

no cumplan con los estándares mínimos internacionales en la materia y que no respeten la dignidad 

inherente del ser humano, y 

k) las medidas disciplinarias que constituyan un trato cruel, inhumano o degradante, incluidos los 

castigos corporales, la reclusión en aislamiento prolongado, así como cualquier otra medida que 

pueda poner en grave peligro la salud física o mental del recluso están estrictamente prohibidas. 

Comité de Derechos Humanos. Caso Mukong con Camerún. Comunicación N° 458/1991, 1994 

9.3 En cuanto a las condiciones de detención en general, el Comité hace notar que, cualquiera que 

sea el nivel de desarrollo del Estado parte de que se trate, deben observarse ciertas reglas mínimas. 

De conformidad con la reglas 10, 12, 17, 19 y 20 que figuran en las Reglas Mínimas para el 

Tratamiento de los Reclusos Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre 

Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por 

el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663 C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 

(LXII) de 13 de mayo de 1977; véase Derechos Humanos: Recopilación de Instrumentos 

Internacionales (publicación de las Naciones Unidas, número de venta 88.XIV.1), cap. G, secc. 30., 

todo recluso debe disponer de una superficie y un volumen de aire mínimos, de instalaciones 

sanitarias adecuadas, de prendas que no deberán ser en modo alguno degradantes ni humillantes, de 

una cama individual y de una alimentación cuyo valor nutritivo sea suficiente para el mantenimiento 

de su salud y de sus fuerzas. Debe hacerse notar que son estos requisitos mínimos, que en opinión del 

Comité, deben cumplirse siempre, aunque consideraciones económicas o presupuestarias puedan 

hacer difícil el cumplimiento de esas obligaciones. De la denuncia presentada se desprende que estos 

requisitos no se cumplieron durante la reclusión del autor en verano de 1988, ni en la de febrero y 

marzo de 1990. 

6.3 Atención médica 

Corte IDH. Caso Díaz Peña Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 26 de junio de 2012. Serie C No. 244 
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137. Asimismo, la Corte ha señalado que, de las obligaciones generales de respetar y garantizar los 

derechos que establece el artículo 1.1 de la Convención Americana, derivan deberes especiales 

determinables en función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea 

por su condición personal o por la situación específica en que se encuentre. Así, el Estado tiene el 

deber de proporcionar a los detenidos revisión médica regular y atención y tratamiento adecuados 

cuando así se requiera. El Principio 24 del Conjunto de Principios para la Protección de Todas las 

Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión determina que “[s]e ofrecerá a toda 

persona detenida o presa un examen médico apropiado con la menor dilación posible después de su 

ingreso en el lugar de detención o prisión y, posteriormente, esas personas recibirán atención y 

tratamiento médico cada vez que sea necesario. Esa atención y ese tratamiento serán gratuitos”. La 

atención por parte de un médico que no tenga vínculos con las autoridades penitenciarias o de 

detención es una importante salvaguardia en contra de la tortura y malos tratos, físicos o mentales, de 

las personas privadas de libertad. En este sentido, la falta de atención médica adecuada a una persona 

que se encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría considerarse violatoria del 

artículo 5.1 y 5.2 de la Convención dependiendo de las circunstancias concretas de la persona en 

particular, tales como su estado de salud o el tipo de dolencia que padece, el lapso transcurrido sin 

atención, sus efectos físicos y mentales acumulativos y, en algunos casos, el sexo y la edad de la 

misma, entre otros. 

Caso Vera Vera y otra Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 19 de mayo de 2011. Serie C no. 226 

43. Los derechos a la vida y a la integridad personal se hallan directa e inmediatamente vinculados 

con la atención a la salud humana. En este sentido, el artículo 10 del Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales establece que toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más 

alto nivel de bienestar físico, mental y social, e indica que la salud es un bien público. Así, esta Corte 

ha establecido que el Estado tiene el deber, como garante de la salud de las personas bajo su custodia, 

de proporcionar a los detenidos revisión médica regular y atención y tratamiento médicos adecuados 

cuando así se requiera.  

 

44. Este Tribunal ha señalado que la falta de atención médica adecuada no satisface los requisitos 

materiales mínimos de un tratamiento digno conforme a la condición de ser humano en el sentido del 

artículo 5 de la Convención Americana. Así, la falta de atención médica adecuada a una persona que 

se encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría considerarse violatoria del 

artículo 5.1 y 5.2 de la Convención dependiendo de las circunstancias concretas de la persona en 

particular, tales como su estado de salud o el tipo de dolencia que padece, el lapso transcurrido sin 

atención, sus efectos físicos y mentales acumulativos y, en algunos casos, el sexo y la edad de la 

misma, entre otros. 

 

Comité de Derechos Humanos. Caso Lantsova con la Federación de Rusia, Comunicación N° 

763/1997, 2002 

 

9.2. Por lo que hace al fallecimiento del Sr. Lantsov, el Comité ha tomado nota de las alegaciones de 

la autora, respaldadas por varias declaraciones de compañeros de celda de su hijo, según las cuales, a 
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pesar de deteriorarse su salud, no recibió asistencia médica hasta los últimos minutos de su vida, dado 

que la administración penitenciaria le negó dicha asistencia durante los días anteriores, lo que había 

causado su muerte. Toma nota igualmente de las informaciones facilitadas por el Estado Parte en el 

sentido de que se llevaron a cabo varias investigaciones sobre las causas del fallecimiento, que resultó 

ser por una neumonía aguda que provocó una insuficiencia cardíaca, sumado al hecho de que el Sr. 

Lantsov no solicitó asistencia médica. El Comité afirma que incumbe a los Estados garantizar el 

derecho a la vida de los detenidos, y no a éstos solicitar protección. La intención declarada del Estado 

Parte de mejorar las condiciones no tiene consecuencias en la evaluación del presente caso. El Comité 

observa que el Estado Parte no ha refutado la relación causal entre las condiciones de detención del 

Sr. Lantsov y el deterioro fatal de su salud. Además, aun cuando el Comité comenzara con la 

afirmación del Estado Parte de que ni el Sr. Lantsov ni sus compañeros de celda habían pedido a 

tiempo recibir asistencia médica, sigue siendo un hecho esencial que el Estado Parte, al arrestar y 

detener a una persona, se hace responsable por proteger su vida. Corresponde al Estado Parte, 

mediante la organización de sus instalaciones de detención, tener un conocimiento razonable del 

estado de salud de los detenidos. La falta de medios financieros no puede reducir esa responsabilidad. 

El Comité considera que un servicio médico que funcionara adecuadamente en el centro de detención 

podía y debía haber sabido del peligroso cambio en el estado de salud del Sr. Lantsov. Considera que 

el Estado Parte no adoptó medidas adecuadas para proteger la vida del Sr. Lantsov en el período que 

éste pasó en el centro de detención. Por consiguiente, el Comité de Derechos Humanos concluye que, 

en este caso, se ha producido una violación del párrafo 1 del artículo 6 del Pacto. 

 

6.4 Castigo: Prohibición de penas corporales y reclusión perpetua 

Corte IDH. Caso Caesar Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 11 

de marzo 2005. Serie C No. 123 

70. La propia jurisprudencia de este Tribunal así como de otros tribunales y autoridades 

internacionales, llevan a la Corte a concluir que existe una prohibición universal tanto de la tortura 

como de otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, independientemente de cualquier 

codificación o declaración, por ser todos éstos violatorios de normas perentorias de derecho 

internacional. Asimismo, la Corte es consciente de la creciente tendencia, a nivel internacional e 

interno, hacia el reconocimiento del carácter no permisible de las penas corporales, debido a su 

naturaleza intrínsecamente cruel, inhumana y degradante. Consecuentemente, un Estado Parte de la 

Convención Americana, en cumplimiento de sus obligaciones derivadas de los artículos 1.1, 5.1 y 5.2 

de dicha Convención, tiene una obligación erga omnes de abstenerse de imponer penas corporales, 

así como de prevenir su imposición, por constituir, en cualquier circunstancia, un trato o pena cruel, 

inhumano o degradante. 

Corte IDH. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y 

Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C Nº 260 

174. En el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos, la mayoría de los tratados en 

la materia sólo establecen, mediante fórmulas más o menos similares, que “nadie debe ser sometido 

a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”. Sin embargo, el carácter dinámico 

de la interpretación y aplicación de esta rama del derecho internacional ha permitido desprender una 

exigencia de proporcionalidad de normas que no hacen ninguna mención expresa de dicho elemento. 
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La preocupación inicial en esta materia, centrada en la prohibición de la tortura como forma de 

persecución y castigo, así como la de otros tratos crueles, inhumanos y degradantes, ha ido 

extendiéndose a otros campos, entre ellos, los de las sanciones estatales frente a la comisión de delitos. 

Los castigos corporales, la pena de muerte y la prisión perpetua son las principales sanciones que son 

motivo de preocupación desde el punto de vista del derecho internacional de los derechos humanos. 

Por lo tanto, este ámbito no sólo atiende a los modos de penar, sino también a la proporcionalidad de 

las penas, como ya se señaló en esta Sentencia (supra párrs. 147, 151, 161 y 165 a 166). Por ello, las 

penas consideradas radicalmente desproporcionadas, así como aquellas que pueden calificarse de 

atroces en sí mismas, se encuentran bajo el ámbito de aplicación de las cláusulas que contienen la 

prohibición de la tortura y los tratos crueles, inhumanos y degradantes. Al respecto, la Corte observa 

que, en la sentencia de los casos Harkins y Edwards Vs. Reino Unido, el Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos (en adelante, “el Tribunal Europeo”) estableció que la imposición de una pena 

que adolece de grave desproporcionalidad puede constituir un trato cruel y, por lo tanto, puede 

vulnerar el artículo 3 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, que corresponde al artículo 5 de 

la Convención Americana. 

Comité de Derechos Humanos. Caso Osbourne con Jamaica. Comunicación N° 759/1997, 2000 

9.1. El autor aduce que el uso de la vara de tamarindo constituye un castigo cruel, inhumano y 

degradante y que la imposición de la pena vulnera sus derechos con arreglo al artículo 7 del Pacto. El 

Estado Parte ha rechazado la denuncia, aduciendo que la legislación interna que rige los castigos 

corporales no puede, en virtud del artículo 26 de la Constitución de Jamaica, ser declarada 

inconstitucional. No obstante, el Comité señala que la constitucionalidad de la pena no es suficiente 

para garantizar el cumplimiento del Pacto. La admisibilidad de la pena con arreglo a la legislación 

interna no puede invocarse como justificación en virtud del Pacto. Cualesquiera que sean la índole, 

del delito que se haya de castigar y su grado de brutalidad, el Comité está absolutamente convencido 

de que el castigo corporal constituye un trato cruel, inhumano y degradante que contraviene el artículo 

7 del Pacto. El Comité estima que al imponer la pena de azote con la vara de tamarindo, el Estado 

Parte ha violado los derechos del autor amparados por el artículo 7. 

6.5 Sanciones disciplinarias 

Corte IDH. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C Nº  150 

150. La Corte considera que las celdas de aislamiento o castigo sólo deben usarse como medidas 

disciplinarias o para la protección de las personas por el tiempo estrictamente necesario y en estricta 

aplicación de los criterios de racionalidad, necesidad y legalidad. Estos lugares deben cumplir con las 

características mínimas de habitabilidad, espacio y ventilación, y solo pueden ser aplicadas cuando 

un médico certifique que el interno puede soportarlas. La Corte recalca que es prohibido el encierro 

en celda oscura y la incomunicación. A tal efecto, el Comité contra la Tortura de Naciones Unidas 

señaló que celdas de aislamiento de 60 x 80 centímetros, en las que no hay luz ni ventilación y sólo 

se puede estar en ellas de pié o agachado ‘constituyen en sí mismas una forma de instrumento de 

tortura. 
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Relator sobre la cuestión de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

A/63/175, 2008 

83. En opinión del Relator Especial, el régimen de aislamiento debería utilizarse lo menos 

posible, en casos muy excepcionales, por un período de tiempo también lo más breve posible y sólo 

como último recurso. Con independencia de las circunstancias concretas de su aplicación, es preciso 

intentar aumentar los contactos sociales de los reclusos: contacto entre los reclusos y el personal de 

prisiones, actividades sociales con otros presos, mayor número de visitas y acceso a servicios de salud 

mental. 

 

6.6 Visitas 

Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena 

Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C 

Nº 279 

407. Las visitas a las personas privadas de libertad por parte de sus familiares constituyen un elemento 

fundamental del derecho a la protección de la familia tanto de la persona privada de libertad como de 

sus familiares, no solo por representar una oportunidad de contacto con el mundo exterior, sino porque 

el apoyo de los familiares hacia las personas privadas de libertad durante la ejecución de su condena 

es fundamental en muchos aspectos, que van desde lo afectivo y emocional hasta el apoyo económico. 

Por lo tanto, sobre la base de lo dispuesto en los artículos 17.1 y 1.1 de la Convención Americana, 

los Estados, como garantes de los derechos de las personas sujetas a su custodia, tienen la obligación 

de adoptar las medidas más convenientes para facilitar y hacer efectivo el contacto entre las personas 

privadas de libertad y sus familiares. 

408. La Corte resalta que una de las dificultades en el mantenimiento de las relaciones entre las 

personas privadas de libertad y sus familiares puede ser la reclusión de personas en centros 

penitenciarios extremadamente distantes de sus domicilios o de difícil acceso por las condiciones 

geográficas y de las vías de comunicación, resultando muy costoso y complicado para los familiares 

el realizar visitas periódicas, lo cual eventualmente podría llegar a constituir una violación tanto del 

derecho a la protección a la familia como de otros derechos, como el derecho a la integridad personal, 

dependiendo de las particularidades de cada caso. Por lo tanto, los Estados deben, en la medida de lo 

posible, facilitar el traslado de los reclusos a centros penitenciarios más cercanos a la localidad donde 

residan sus familiares. En el caso de las personas indígenas privadas de libertad la adopción de esta 

medida es especialmente importante dada la importancia del vínculo que tienen estas personas con su 

lugar de origen o sus comunidades. 

CIDH. Caso X y Y con Argentina. Caso N° 10.506, 1996 

98.       La Comisión ha sostenido siempre que el Estado está obligado a facilitar el contacto del 

recluso con su familia, no obstante las restricciones a las libertades personales que conlleva el 

encarcelamiento.  En este sentido, la Comisión ha reiterado en varias ocasiones que el derecho de 

visita es un requisito fundamental para asegurar el respeto de la integridad y libertad personal de los 

internos y, como corolario, el derecho de protección a la familia de todas las partes afectadas.[22]  
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Justamente, en razón de las circunstancias excepcionales que presenta el encarcelamiento, el Estado 

tiene la obligación de tomar medidas conducentes a garantizar efectivamente el derecho de mantener 

y desarrollar las relaciones familiares.  Por lo tanto, la necesidad de cualquier medida que restrinja 

este derecho debe ajustarse a los requisitos ordinarios y razonables del encarcelamiento. 

 99.       Las visitas con contacto personal no son un derecho y en muchos países este tipo de visita ni 

siquiera es una opción.  Generalmente la posibilidad de visitas de contacto personal queda librada a 

la discreción de las autoridades de la penitenciaría.  Sin embargo, cuando el Estado reglamenta la 

manera en que los reclusos y sus familias ejercen el derecho a la familia, no puede imponer 

condiciones o llevar a cabo procedimientos que constituyan una violación de cualquiera de los 

derechos consagrados en la Convención, al menos, sin el debido proceso.  Todos los Estados partes 

de la Convención tienen la obligación de asegurarse de que la acción del Estado y la organización de 

su estructura interna y sistema jurídico se realicen dentro de ciertos límites de legalidad.   

6.7 Los procesados deben estar separados de los condenados 

Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114 

158. Por otra parte, los representantes de la presunta víctima y sus familiares alegaron que el Estado 

había violado en perjuicio del señor Tibi el artículo 5.4 de la Convención Americana, que establece 

que, “salvo en circunstancias excepcionales”, los procesados deben estar separados de los 

sentenciados, y ser sometidos a un tratamiento adecuado a su condición. En el presente caso, está 

demostrado (supra párr. 90.49) que no había un sistema de clasificación de los detenidos en el centro 

penitenciario en donde estuvo recluido el señor Tibi y que por esta razón se vio en la necesidad de 

convivir con sentenciados y quedó expuesto a mayor violencia. La Corte considera que la falta de 

separación de reclusos descrita es violatoria del artículo 5.4 de la Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Yvon Neptune Vs. Haití. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de 

mayo de 2008. Serie C No. 180 

146. Esta Corte ha considerado que el artículo 5.4 de la Convención Americana impone a los Estados 

la obligación de establecer un sistema de clasificación de los reclusos en los centros penitenciarios, 

de manera que se garantice que los procesados sean separados de los condenados y que reciban un 

tratamiento adecuado a su condición de persona no condenadas. Estas garantías pueden ser entendidas 

como corolario del derecho de una persona procesada a que se presuma su inocencia mientras no se 

establezca legalmente su culpabilidad, el cual está reconocido en el artículo 8.2 de la Convención. 

Corresponde al Estado demostrar la existencia y funcionamiento de un sistema de clasificación que 

respete las garantías establecidas en el artículo 5.4 de la Convención, así como la existencia de 

circunstancias excepcionales en caso de no separar los procesados de los condenados. 

Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218 

208. Los migrantes deben ser detenidos en establecimientos específicamente destinados a tal fin que 

sean acordes a su situación legal y no en prisiones comunes, cuya finalidad es incompatible con la 

naturaleza de una posible detención de una persona por su situación migratoria, u otros lugares donde 
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puedan estar junto con personas acusadas o condenadas por delitos penales. Este principio de 

separación atiende, ciertamente, a las diferentes finalidades de la privación de libertad. 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-21 Trato humano de las personas 

privadas de libertad (Sustituye la CCPR/GC/9), 1992. 

9. En el apartado a) del párrafo 2 del artículo 10 del Pacto se estipula que los procesados estarán 

separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales. Dicha separación es necesaria 

para recalcar su condición de personas no condenadas; que están también protegidas por la presunción 

de inocencia establecida en el párrafo 2 del artículo 14 del Pacto. Los Estados Partes deben indicar 

también en sus informes las modalidades de separación de los procesados y los condenados y precisar 

las diferencias entre los regímenes que se aplican a unos y otros. 

 

6.8 Las penas privativas de libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y readaptación 

social de los condenados 

Corte IDH. Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119 

101. Las sanciones penales son una expresión de la potestad punitiva del Estado e “implican 

menoscabo, privación o alteración de los derechos de las personas, como consecuencia de una 

conducta ilícita”. Sin embargo, las lesiones, sufrimientos, daños a la salud o perjuicios sufridos por 

una persona mientras se encuentra privada de libertad pueden llegar a constituir una forma de pena 

cruel cuando, debido a las condiciones de encierro, exista un deterioro de la integridad física, psíquica 

y moral, que está estrictamente prohibido por el inciso 2 del artículo 5 de la Convención. Las 

situaciones descritas son contrarias a la “finalidad esencial” de las penas privativas de la libertad, 

como establece el inciso 6 del citado artículo, es decir, “la reforma y la readaptación social de los 

condenados”. Las autoridades judiciales deben tomar en consideración estas circunstancias al 

momento de aplicar o evaluar las penas establecidas. 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-21 Trato humano de las personas 

privadas de libertad (Sustituye la CCPR/GC/9), 1992. 

10. […] Ningún sistema penitenciario debe estar orientado a solamente el castigo; esencialmente, 

debe tratar de lograr la reforma y la readaptación social del preso. Se invita a los Estados Partes a 

que especifiquen si disponen de un sistema de asistencia pospenitenciaria e informen sobre el éxito 

de éste. 

 

6.8 Estándares específicos respecto de niños y niñas y mujeres privadas de libertad 

6.8.1 Niños y niñas 

Corte IDH. Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de 

Septiembre de 2003. Serie C Nº 100 
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136. Para salvaguardar los derechos de los niños detenidos, especialmente su derecho a la integridad 

personal, es indispensable que se les separe de los detenidos adultos. Y, como lo estableciera este 

Tribunal, las personas encargadas de los centros de detención de niños infractores o procesados deben 

estar debidamente capacitadas para el desempeño de su cometido. Finalmente, el derecho de los 

detenidos de establecer comunicación con terceros, que les brindan o brindarán asistencia y defensa, 

se corresponde con la obligación de los agentes estatales de comunicar inmediatamente la detención 

del menor a esas personas, aún cuando éste no lo haya solicitado. 

Corte IDH. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 

112 

175. En cuanto al cumplimiento de la disposición del artículo 5.5 de la Convención, ha quedado 

establecido (supra párr. 134.16) que en diversas oportunidades algunos internos fueron trasladados 

como castigo o por necesidad del Instituto a las penitenciarías de adultos y compartían espacio físico 

con éstos, situación que exponía a los niños a circunstancias que son altamente perjudiciales para su 

desarrollo y los hace vulnerables ante terceros que, por su calidad de adultos, pueden abusar de su 

superioridad. 

211. A la luz de las normas internacionales pertinentes en la materia, la referida jurisdicción especial 

para niños en conflicto con la ley en el Paraguay, así como sus leyes y procedimientos 

correspondientes, deben caracterizarse, inter alia, por los siguientes elementos: 1) en primer lugar, la 

posibilidad de adoptar medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales; 2) en 

el caso de que un proceso judicial sea necesario, este Tribunal dispondrá de diversas medidas, tales 

como asesoramiento psicológico para el niño durante el procedimiento, control respecto de la manera 

de tomar el testimonio del niño y regulación de la publicidad del proceso; 3) dispondrá también de 

un margen suficiente para el ejercicio de facultades discrecionales en las diferentes etapas de los 

juicios y en las distintas fases de la administración de justicia de niños; y 4) los que ejerzan dichas 

facultades deberán estar especialmente preparados y capacitados en los derechos humanos del niño y 

la psicología infantil para evitar cualquier abuso de la discrecionalidad y para asegurar que las 

medidas ordenadas en cada caso sean idóneas y proporcionales. 

Corte IDH. Caso Servellón García y otros Vs. Honduras. Medidas Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie C Nº 152 

113. El Tribunal entiende que la debida protección de los derechos de los niños, debe tomar en 

consideración sus características propias y la necesidad de propiciar su desarrollo, y debe ofrecerles 

las condiciones necesarias para que el niño viva y desarrolle sus aptitudes con pleno aprovechamiento 

de sus potencialidades. 

Corte IDH. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y 

Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C Nº 260 

146. En definitiva, si bien los derechos procesales y sus correlativas garantías son aplicables a todas 

las personas, en el caso de los niños el ejercicio de aquéllos supone, por las condiciones especiales en 

las que se encuentran los niños, la adopción de ciertas medidas específicas con el propósito de que 

gocen efectivamente de dichos derechos y garantías. En tal sentido, el artículo 5.5. de la Convención 
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Americana señala que,“[c]uando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los 

adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su 

tratamiento”. Por lo tanto, conforme al principio de especialización, se requiere el establecimiento de 

un sistema de justicia especializado en todas las fases del proceso y durante la ejecución de las 

medidas o sanciones que, eventualmente, se apliquen a los menores de edad que hayan cometido 

delitos y que, conforme a la legislación interna, sean imputables. Ello involucra tanto a la legislación 

o marco jurídico como a las instituciones y actores estatales especializados en justicia penal juvenil. 

Sin embargo, también implica la aplicación de los derechos y principios jurídicos especiales que 

protegen los derechos de los niños imputados de un delito o ya condenados por el mismo. 

150. Asimismo, la Corte resalta que, de conformidad con los artículos 19, 17, 1.1 y 2 de la 

Convención, el Estado está obligado a garantizar, a través de la adopción de las medidas legislativas 

o de otro carácter que sean necesarias, la protección del niño por parte de la familia, de la sociedad y 

del mismo Estado. Al respecto, este Tribunal ha reconocido el papel fundamental de la familia para 

el desarrollo del niño y el ejercicio de sus derechos. De este modo, la Corte considera que, a fin de 

cumplir con dichas obligaciones, en materia de justicia penal juvenil, los Estados deben contar con 

un marco legal y políticas públicas adecuados que se ajusten a los estándares internacionales 

señalados anteriormente (supra párr. 149), y que implementen un conjunto de medidas destinadas a 

la prevención de la delincuencia juvenil a través de programas y servicios que favorezcan el desarrollo 

integral de los niños, niñas y adolescentes. En este sentido, los Estados deberán, entre otros, difundir 

los estándares internacionales sobre los derechos del niño y brindar apoyo a los niños, niñas y 

adolescentes en situación de vulnerabilidad, así como a sus familias. 

191. Por otro lado, la Corte reitera que frente a niños, niñas y adolescentes privados de la libertad, el 

Estado debe asumir una posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe 

tomar medidas especiales orientadas en el principio del interés superior del niño (supra párrs. 142 y 

188). La condición de garante del Estado con respecto al derecho a la integridad personal le obliga a 

prevenir situaciones que pudieran conducir, por acción u omisión, a la afectación de aquél. En este 

sentido, el Tribunal recuerda que la Convención sobre los Derechos del Niño reconoce “el derecho 

del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las 

enfermedades y la rehabilitación de la salud”, y compromete a los Estados a esforzarse “por asegurar 

que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios”. 

6.8.2 Mujeres  

Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo y Reparaciones. Sentencia 

de 25 de noviembre de 2006. Serie C Nº 160 

330. La incomunicación severa tuvo efectos particulares en las internas madres. Diversos órganos 

internacionales han enfatizado la obligación de los Estados de tomar en consideración la atención 

especial que deben recibir las mujeres por razones de maternidad, lo cual implica, entre otras medidas, 

asegurar que se lleven a cabo visitas apropiadas entre madre e hijo. La imposibilidad de comunicarse 

con sus hijos ocasionó un sufrimiento psicológico adicional a las internas madres. 

331. También afectó a las mujeres la desatención de sus necesidades fisiológicas (supra párr. 319). 

El Comité Internacional de la Cruz Roja ha establecido que el Estado debe asegurar que “las 
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condiciones sanitarias [en los centros de detención] sean adecuadas para mantener la higiene y la 

salud [de las prisioneras], permitiéndoles acceso regular a retretes y permitiéndoles que se bañen y 

que limpien su ropa regularmente”. Asimismo, dicho Comité también determinó que se deben realizar 

arreglos especiales para las detenidas en período menstrual, embarazadas, o acompañadas por sus 

hijos. La comisión de esos excesos causó sufrimiento especial y adicional a las mujeres detenidas. 

332. Quedó probado que en el caso de las internas Eva Challco y Sabina Quispe Rojas el Estado 

desatendió sus necesidades básicas de salud pre natal, y que con respecto a la última tampoco le 

brindó atención médica post natal (supra párr. 197.57), lo cual implicó una violación adicional a la 

integridad personal de éstas. 

Comité de los Derechos del Niño. Examen de los Informes Enviados por los Estados Partes en 

virtud del artículo 44 de la Convención sobre los Derechos del Niño, Observaciones finales: 

Tailandia, CRC/C/THA/CO/2, 2006 

47. Al Comité le preocupa que en las sentencias no siempre se tenga en cuenta el interés superior del 

niño y la función de la mujer como madre con responsabilidades para atender a sus hijos. En lo que 

respecta a los niños que residen en prisión con sus madres, toma nota de que a algunas mujeres con 

hijos se las separa de la población carcelaria general, pero se muestra preocupado por el hacinamiento, 

las malas condiciones de detención y la inadecuación del personal. Cuando la acusada tenga la 

responsabilidad de atender a un hijo, el Comité recomienda que profesionales competentes consideren 

cuidadosa e independientemente el principio del interés superior del niño (art. 3) y que ello se tenga 

en cuenta en todas las decisiones relacionadas con la detención, en particular la detención provisional 

y la condena, y en las decisiones relativas a la internación del niño. 
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II. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL 

 

1. Concepto y alcance del derecho a la libertad personal 

Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170 

 

51. El artículo 7 de la Convención tiene dos tipos de regulaciones bien diferenciadas entre sí: una 

general y otra específica. La general se encuentra en el primer numeral: “[t]oda persona tiene el 

derecho a la libertad y a la seguridad personales”. Mientras que la específica está compuesta por una 

serie de garantías que protegen el derecho a no ser privado de la libertad ilegalmente (art. 7.2) o 

arbitrariamente (art. 7.3), a conocer las razones de la detención y los cargos formulados en contra del 

detenido (art. 7.4), al control judicial de la privación de la libertad y la razonabilidad del plazo de la 

prisión preventiva (art. 7.5), a impugnar la legalidad de la detención (art. 7.6) y a no ser detenido por 

deudas (art. 7.7). 

 

52. En sentido amplio la libertad sería la capacidad de hacer y no hacer todo lo que esté lícitamente 

permitido. En otras palabras, constituye el derecho de toda persona de organizar, con arreglo a la ley, 

su vida individual y social conforme a sus propias opciones y convicciones. La seguridad, por su 

parte, sería la ausencia de perturbaciones que restrinjan o limiten la libertad más allá de lo razonable. 

La libertad, definida así, es un derecho humano básico, propio de los atributos de la persona, que se 

proyecta en toda la Convención Americana. En efecto, del Preámbulo se desprende el propósito de 

los Estados Americanos de consolidar “un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado 

en el respeto de los derechos esenciales del hombre”, y el reconocimiento de que “sólo puede 

realizarse el ideal del ser humano libre, exento de temor y de la miseria, si se crean condiciones que 

permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, 14 sociales y culturales, tanto como de 

sus derechos civiles y políticos”. De esta forma, cada uno de los derechos humanos protege un aspecto 

de la libertad del individuo. 

 

53. En lo que al artículo 7 de la Convención respecta, éste protege exclusivamente el derecho a la 

libertad física y cubre los comportamientos corporales que presuponen la presencia física del titular 

del derecho y que se expresan normalmente en el movimiento físico. La seguridad también debe 

entenderse como la protección contra toda interferencia ilegal o arbitraria de la libertad física. Ahora 

bien, este derecho puede ejercerse de múltiples formas, y lo que la Convención Americana regula son 

los límites o restricciones que el Estado puede realizar. Es así como se explica que el artículo 7.1 

consagre en términos generales el derecho a la libertad y seguridad y los demás numerales se 

encarguen de las diversas garantías que deben darse a la hora de privar a alguien de su libertad. De 

ahí también se explica que la forma en que la legislación interna afecta al derecho a la libertad es 

característicamente negativa, cuando permite que se prive o restrinja la libertad. Siendo, por ello, la 

libertad siempre la regla y la limitación o restricción siempre la excepción. 
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Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 

2011 Serie C No.221 

129. En este caso, los hechos afectaron el derecho a la libertad personal de María Macarena Gelman 

puesto que, adicionalmente al hecho de que la niña nació en cautiverio, su retención física por parte 

de agentes estatales, sin el consentimiento de sus padres, implican una afectación a su libertad, en el 

más amplio término del artículo 7.1 de la Convención. Este derecho implica la posibilidad de todo 

ser humano de auto-determinarse y escoger libremente las opciones y circunstancias que le dan 

sentido a su existencia. En el caso de los niños y niñas, si bien son sujetos titulares de derechos 

humanos, aquéllos ejercen sus derechos de manera progresiva a medida que desarrollan un mayor 

nivel de autonomía personal, por lo que en su primera infancia actúan en este sentido por conducto 

de sus familiares. En consecuencia, la separación de un niño de sus familiares implica, 

necesariamente, un menoscabo en el ejercicio de su libertad. 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-35 Libertad y seguridad personales 

(Sustituye la CCPR/GC/8), 2013 (proyecto) 

5. La libertad personal consagrada en el artículo 9 se refiere a la libertad con respecto al confinamiento 

físico, no a una libertad general de acción. La privación de libertad implica una restricción más severa 

de movimiento en un espacio más limitado que la mera interferencia con la libertad de circulación 

prevista en el artículo. 

6. Algunos ejemplos de formas de privación de libertad son la detención policial, la prisión 

preventiva, la prisión después de una condena, el arresto domiciliario, la hospitalización involuntaria, 

y el confinamiento en una zona restringida de un aeropuerto, e incluyen también el hecho de ser 

transportado contra su voluntad. Incluyen asimismo ciertas restricciones adicionales sobre una 

persona que ya está detenida, por ejemplo la reclusión en régimen de aislamiento o la utilización de 

dispositivos de retención. La expedición de una orden de arresto no es en sí una privación de libertad 

en ese momento. Durante un período de servicio militar, las restricciones que equivaldrían a privación 

de libertad para un civil pueden no equivaler a privación de libertad si no exceden las exigencias del 

servicio militar normal o se desvían de las condiciones normales de la vida en las fuerzas armadas del 

Estado parte interesado. Sin embargo, el reclutamiento y la retención en el servicio de niños soldados 

equivalen a una privación de libertad. 

7. La privación de la libertad personal se hace sin el libre consentimiento. Las personas que acuden 

voluntariamente a una comisaría para participar en una investigación, y que saben que pueden irse en 

cualquier momento, no están siendo privadas de su libertad. 

2. Legalidad de la privación de libertad  

 

Corte IDH. Caso Gangaram Panday Vs. Suriname. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 21 de 

enero de 1994 Serie C No.16 

 

47. Esta disposición contiene como garantías específicas, descritas en sus incisos 2 y 3, la prohibición 

de detenciones o arrestos ilegales o arbitrarios, respectivamente.  Según el primero  de tales  supuestos  

normativos,  nadie puede verse privado de la libertad personal sino por las causas, casos o 
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circunstancias expresamente tipificadas en la ley (aspecto material), pero, además, con estricta 

sujeción a los procedimientos objetivamente definidos por la misma (aspecto formal).  En el segundo 

supuesto, se está en presencia de una condición según la cual nadie puede ser sometido a detención o 

encarcelamiento por causas y métodos que -aún calificados de legales- puedan reputarse como 

incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, 

irrazonables, imprevisibles, o faltos de proporcionalidad. 

Corte IDH. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187 

54. El artículo 7.2 de la Convención Americana establece que "nadie puede ser privado de su libertad 

física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas 

de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas". Este Tribunal ha señalado que al 

remitir a la Constitución y leyes establecidas "conforme a ellas", el estudio de la observancia del 

artículo 7.2 de la Convención implica el examen del cumplimiento de los requisitos establecidos en 

dicho ordenamiento. Si la normativa interna no es observada al privar a una persona de su libertad, 

tal privación será ilegal y contraria a la Convención Americana, a la luz del artículo 7.2. La tarea de 

la Corte, por consiguiente, es verificar si la detención del señor Juan Carlos Bayarri se realizó 

conforme a la legislación argentina. 

Corte IDH. Caso Familia Barrios Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237 

78. Ahora bien, Venezuela no ha negado que estas detenciones efectivamente ocurrieron ni presentó 

información sobre la legalidad de las mismas. No existe en el expediente prueba aportada por el 

Estado sobre la existencia de una orden judicial o de flagrancia, sobre la existencia de una motivación 

o justificación de las detenciones o que se les hayan comunicado a las personas afectadas las 

eventuales razones de las privaciones de libertad mencionadas. Tampoco consta que las detenciones 

ni las posteriores liberaciones de los niños fueran registradas oficialmente ni que tuvieran la 

oportunidad de comunicarse con sus padres o familiares (supra párr. 74). Lo anterior incumple con 

los requisitos dispuestos en el artículo 44 de la Constitución venezolana sobre libertad personal (supra 

párr. 76), y por tanto, hace que las privaciones de libertad sean ilegales y contrarias a la Convención 

Americana. […]. 

Corte IDH. Caso García y Familiares Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 29 noviembre de 2012 Serie C No. 258 

100. Respecto del artículo 7 de la Convención Americana, la Corte ha reiterado que cualquier 

restricción al derecho a la libertad personal debe darse únicamente por las causas y en las condiciones 

fijadas de antemano por las Constituciones Políticas o por las leyes dictadas conforme a ellas (aspecto 

material), y además, con estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en la misma 

(aspecto formal). Asimismo, el Tribunal ha considerado que toda detención, independientemente del 

motivo o duración de la misma, tiene que ser debidamente registrada en el documento pertinente, 

señalando con claridad las causas de la detención, quién la realizó, la hora de detención y la hora de 

su puesta en libertad, así como la constancia de que se dio aviso al juez competente, como mínimo, a 

fin de proteger contra toda interferencia ilegal o arbitraria de la libertad física. Lo contrario constituye 
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una violación de los derechos consagrados en los artículos 7.1 y 7.2 de la Convención Americana, en 

relación con el artículo 1.1 de este instrumento. 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-35 Libertad y seguridad personales 

(Sustituye la CCPR/GC/8), 2013 (proyecto) 

12. La segunda frase del párrafo 1 prohíbe la detención o prisión arbitrarias, mientras que la tercera 

frase prohíbe la privación de libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al 

procedimiento establecido en ella. Las dos prohibiciones tienen elementos comunes, ya que algunas 

detenciones o privaciones de libertad pueden ser tanto arbitrarias como ilegales. La detención o 

prisión que carezca de todo fundamento jurídico es arbitraria. El confinamiento no autorizado de los 

reclusos más allá de la duración de su condena es tanto arbitrario como ilegal. El mantenimiento en 

reclusión de presos desatendiendo una orden judicial para su puesta en libertad es arbitrario e ilegal. 

22. La tercera frase del párrafo 1 establece que nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las 

causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en esta. Las razones sustantivas para 

la detención o la prisión deben estar prescritas por la ley y definidas con suficiente precisión para 

evitar una aplicación excesivamente amplia o arbitraria. La privación de libertad sin esa autorización 

legal es ilícita e infringe el artículo 9. También es ilegal el mantenimiento en detención si se ha dictado 

una orden judicial de puesta en libertad. 

53. La detención y la prisión ilegales en el sentido del párrafo 5 incluyen las que se producen en el 

marco de procedimientos penales o no penales, o en ausencia de cualquier tipo de procedimiento. El 

carácter "ilegal" de la detención o la prisión puede ser consecuencia de la vulneración de la legislación 

nacional o de la vulneración del propio Pacto, como la detención esencialmente arbitraria y la 

detención que viola los requisitos procesales de otros párrafos del artículo 9. Sin embargo, el hecho 

de que un acusado en un proceso penal haya sido finalmente absuelto, en primera instancia o en 

apelación, no hace por sí solo que cualquier detención anterior fuese "ilegal". 

 

3. No arbitrariedad en la privación de libertad  

 

Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Fondo Reparaciones y Costas. 

Sentencia 7 de junio de 2003 Serie C No. 99 

78. Los numerales 2 y 3 del artículo 7 establecen límites al poder público que prohíben expresamente 

tanto las detenciones ilegales como las arbitrarias. En este sentido la Corte ha señalado lo siguiente: 

 

[s]egún el primero de tales supuestos normativos, nadie puede verse privado de la libertad 

sino por las causas, casos o circunstancias expresamente tipificadas en la ley (aspecto 

material), pero, además, con estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos 

en la misma (aspecto formal). En el segundo supuesto, se está en presencia de una condición 

según la cual nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos 

que -aún calificados de legales- puedan reputarse como incompatibles con el respeto a los 

derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles 

o faltos de proporcionalidad. 



Recopilación Jurisprudencia Corte Interamericana Derechos Humanos 

30 
 

 

84. Tanto la Corte Interamericana como la Corte Europea de Derechos Humanos han dado especial 

importancia al pronto control judicial de las detenciones a efecto de prevenir las arbitrariedades e 

ilegalidades. Un individuo que ha sido privado de su libertad sin ningún tipo de control judicial, como 

se da en algunos casos de ejecuciones extrajudiciales, debe ser liberado o puesto inmediatamente a 

disposición de un juez, pues el contenido esencial del artículo 7 de la Convención es la protección de 

la libertad del individuo contra la interferencia del Estado. La Corte Europea de Derechos Humanos 

ha sostenido que si bien el vocablo “inmediatamente” debe ser interpretado de conformidad con las 

características especiales de cada caso, ninguna situación, por grave que sea, otorga a las autoridades 

la potestad de prolongar indebidamente el período de detención sin afectar el artículo 5.3 de la 

Convención Europea. Dicho Tribunal destacó “que la detención, no reconocida por parte del Estado, 

de una persona constituye una completa negación de estas garantías y una de las formas más graves 

de violación del artículo 5 (Eur. Court HR, Kurt v. Turkey judgment of 25 May 1998, Reports of 

Judgments and Decisions 1998 III, para. 124) 

 

Corte IDH. Caso Servellón García y otros Vs. Honduras. Sentencia de 21 de septiembre de 2006. 

Serie C No. 152 

 

90. Asimismo, la Convención prohíbe la detención o encarcelamiento por métodos que pueden ser 

legales, pero que en la práctica resultan irrazonables, o carentes de proporcionalidad. La Corte ha 

establecido que para que se cumplan los requisitos necesarios para restringir el derecho a la libertad 

personal, deben existir indicios suficientes que permitan suponer razonablemente la culpabilidad de 

la persona sometida a un proceso y que la detención sea estrictamente necesaria para asegurar que el 

acusado no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones ni eludirá la acción de la justicia. 

Al ordenarse medidas restrictivas de la libertad es preciso que el Estado fundamente y acredite la 

existencia, en el caso concreto, de esos requisitos exigidos por la Convención. 

 

92. El Tribunal entiende que la detención colectiva puede representar un mecanismo para garantizar 

la seguridad ciudadana cuando el Estado cuenta con elementos para acreditar que la actuación de cada 

una de las personas afectadas se encuadra en alguna de las causas de detención previstas por sus 

normas internas en concordancia con la Convención. Es decir, que existan elementos para 

individualizar y separar las conductas de cada uno de los detenidos y que, a la vez, exista el control 

de la autoridad judicial. 

 

Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 

de noviembre de 2009. Serie C No. 206 

 

111. La Corte ha establecido que para restringir el derecho a la libertad personal a través de medidas 

como la prisión preventiva deben existir indicios suficientes que permitan suponer razonablemente 

que la persona sometida a proceso ha participado en el ilícito que se investiga. Sin embargo, ‘aún 

verificado este extremo, la privación de libertad del imputado no puede residir en fines preventivo-

generales o preventivo-especiales atribuibles a la pena, sino que sólo se puede fundamentar […] en 

un fin legítimo, a saber: asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo del procedimiento ni eludirá 

la acción de la justicia. 
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116. En consecuencia, el Tribunal declara que el Estado, al no haber brindado una motivación 

suficiente respecto a la consecución de un fin legítimo compatible con la Convención a la hora de 

decretar la prisión preventiva del señor Barreto Leiva, violó su derecho a no ser sometido a detención 

arbitraria, consagrado en el artículo 7.3 de la Convención. Del mismo modo, se afectó su derecho a 

la libertad personal, reconocido en el artículo 7.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del 

mismo tratado, puesto que “cualquier violación de los numerales 2 al 7 del artículo 7 de la Convención 

acarreará necesariamente la violación del artículo 7.1 de la misma, puesto que la falta de respeto a las 

garantías de la persona privada de la libertad desemboca, en suma, en la falta de protección del propio 

derecho a la libertad de esa persona”. Finalmente, el Tribunal declara que el Estado incumplió su 

obligación consagrada en el artículo 2 de la Convención, puesto que su ley interna no establecía 

garantías suficientes al derecho a la libertad personal, ya que permitía el encarcelamiento de 

comprobarse únicamente “indicios de culpabilidad”, sin establecer que, además, es necesario que la 

medida busque un fin legítimo. 

 

Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218 

 

117. De la misma forma, no surge de las normas invocadas ni de la resolución adoptada que se 

estableciera un plazo de duración de dicha medida. Sobre este aspecto, el Grupo de Trabajo sobre 

Detención Arbitraria ha establecido que en caso de detención de una persona por su situación 

migratoria irregular ―[l]a ley deberá prever un plazo máximo de retención que en ningún caso podrá 

ser indefinido ni tener una duración excesiva. En definitiva, no existían límites claros a las facultades 

de actuación de la autoridad administrativa lo cual favorece la prolongación indebida de la detención 

de personas migrantes transformándolas en una medida punitiva. 

 

166. En consecuencia, sin perjuicio de la legalidad de una detención, es necesario en cada caso hacer 

un análisis de la compatibilidad de la legislación con la Convención en el entendido que esa ley y su 

aplicación deben respetar los requisitos que a continuación se detallan, a efectos de que la medida 

privativa de libertad no sea arbitraria: i) que la finalidad de las medidas que priven o restrinjan la 

libertad sea compatible con la Convención; ii) que las medidas adoptadas sean las idóneas para 

cumplir con el fin perseguido; iii) que sean necesarias, en el sentido de que sean absolutamente 

indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista una medida menos gravosa respecto al 

derecho intervenido entre todas aquellas que cuentan con la misma idoneidad para alcanzar el objetivo 

propuesto, razón por la cual el Tribunal ha señalado que el derecho a la libertad personal supone que 

toda limitación a éste deba ser excepcional, y iv) que sean medidas que resulten estrictamente 

proporcionales, de tal forma que el sacrificio inherente a la restricción del derecho a la libertad no 

resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante tal restricción y el 

cumplimiento de la finalidad perseguida. Cualquier restricción a la libertad que no contenga una 

motivación suficiente que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas será arbitraria y, 

por tanto, violará el artículo 7.3 de la Convención 

 

Corte IDH. Caso Torres Millacura y otros vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 2 de agosto de 2011. Serie C No. 229 
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78. De lo anterior se desprende, junto con lo señalado sobre la reserva de ley, que una restricción a la 

libertad que no esté basada en una causa o motivo concretos puede ser arbitraria y, por tanto, violatoria 

del artículo 7.3 de la Convención. 

 

79. Por un lado, el Tribunal observa que el artículo 10, inciso b), de la Ley 815 vigente a la fecha de 

los hechos autorizaba a la policía de la provincia del Chubut a “[d]emorar”, esto es, a restringir la 

libertad física de cualquier persona cuyos antecedentes “[fuera] necesario conocer […] en 

circunstancias que lo justifi[caran]”. Por lo tanto, esta disposición no precisaba concretamente los 

supuestos por los cuales los policías podían “demorar” a una persona con la finalidad de identificarla 

o averiguar sus antecedentes. En este sentido, durante la audiencia pública la perita Sofía Tiscornia 

refirió que la existencia de normas tanto en las leyes orgánicas de la policía como en los códigos 

contravencionales “legitiman de una manera imprecisa y vaga [la facultad policial…] de detener 

personas para fines de identificación sólo por estar merodeando en un lugar, […] tener una actitud 

sospechosa, […] deambular en la vía pública, [no estar bien vestido, mirar los comercios de forma 

sospechosa, caminar entre los autos o desviar la mirada cuando la policía llama,] todas figuras 

imprecisas”. También señaló que, de esta manera, “el arbitrio de la policía [se torna] sumamente 

amplio”, y los motivos por los cuales se realizan detenciones suelen ser “mínimos y absurdos”. 

 

Corte IDH. Caso Fleury y otros Vs. Haití. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 

noviembre de 2011. Serie C No. 236 

57. En cuanto a la arbitrariedad de la detención, el artículo 7.3 de la Convención establece que “nadie 

puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios”. Sobre esta disposición, en otras 

oportunidades la Corte ha considerado que nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento 

por causas y métodos que -aún calificados de legales- puedan reputarse como incompatibles con el 

respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, 

imprevisibles, o faltos de proporcionalidad. 

 

59. Toda causa de privación o restricción al derecho a la libertad personal no sólo debe estar prevista 

en la ley, en los términos del artículo 7.3 de la Convención, su finalidad debe ser legítima y compatible 

con la Convención y no debe ser una consecuencia del ejercicio de derechos. En este caso, el señor 

Fleury no fue detenido en una situación de flagrancia y su detención por parte de la PNH nunca 

persiguió el objetivo de formularle cargos o de ponerlo a disposición de un juez por la supuesta o 

posible comisión de un hecho ilícito, sino que tuvo otros objetivos, como pudo ser una posible 

extorsión o, en el contexto de amenazas y persecuciones a defensores de derechos humanos, 

amedrentarlo y disuadirlo en el ejercicio de su trabajo. Por ello, el señor Fleury fue detenido 

arbitrariamente, en violación del artículo 7.3 de la Convención. 

 

Corte IDH. Caso Pacheco Teruel y otros vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 27 de noviembre de 2012. Serie C No. 241 

 

106. En este sentido, la Convención prohíbe la detención o encarcelamiento por métodos que pueden 

ser legales, pero que en la práctica resultan irrazonables, o carentes de proporcionalidad. La Corte ha 

establecido que para que se cumplan los requisitos necesarios para restringir el derecho a la libertad 
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personal, el Estado debe fundamentar y acreditar, en el caso concreto, la existencia de indicios 

suficientes que permitan suponer razonablemente la conducta delictiva de la persona y que la 

detención sea estrictamente necesaria, y por tanto no puede tener como base la mera sospecha o 

percepción personal sobre la pertenencia del acusado a un grupo ilícito determinado o pandilla. 

 

Comité de Derechos Humanos. Caso Mukong con Camerún. Comunicación 458/1991, 1994. 

 

9.8 El Comité señala que el Estado parte ha desestimado la denuncia formulada por el autor al amparo 

del artículo 9, indicando que fue detenido y recluido en aplicación de las reglas de procedimiento 

penal, y que la detención efectuada por la policía y las investigaciones preliminares realizadas por el 

juez instructor eran compatibles con el artículo 9. Queda, sin embargo, por determinar si otros factores 

convertirían en "arbitraria" a tenor de lo dispuesto en el artículo 9 una detención y una reclusión 

legítimas en otros aspectos. La historia de la redacción del párrafo 1 del artículo 9 confirma que no 

se debe equiparar el concepto de "arbitrariedad" con el de "contrario a la ley", sino que debe 

interpretarse de manera más amplia a fin de incluir elementos de incorrección, injusticia e 

imprevisibilidad, así como también el principio de las "garantías procesales". 

 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-35 Libertad y seguridad personales 

(Sustituye la CCPR/GC/8), 2013 (proyecto) 

13. El concepto de "arbitrariedad" no se debe equiparar con el de "contrario a la ley", sino que debe 

interpretarse de manera más amplia a fin de incluir elementos de incorrección, injusticia e 

imprevisibilidad, así como también el principio de las garantías procesales. La prisión preventiva 

debe ser razonable y necesaria en todas las circunstancias. La decisión de mantener a una persona en 

detención debe examinarse periódicamente, y no debe prolongarse más allá del período para el que 

el Estado parte pueda aportar una justificación adecuada. 

4. Información sobre motivos de la privación de libertad  

Corte IDH. Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de 

septiembre de 2003. Serie C No. 100 

128. Asimismo, el detenido y quienes ejercen representación o custodia legal tienen derecho a ser 

informados de los motivos y razones de su detención cuando ésta se produce, lo cual "constituye un 

mecanismo para evitar detenciones ilegales o arbitrarias desde el momento mismo de la privación de 

libertad y, a su vez, garantiza el derecho de defensa del individuo" y además contribuye, en el caso 

de un menor a mitigar el impacto de la detención en la medida de lo posible. 

Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 

de febrero de 2006. Serie C No. 141 

83.El derecho de la persona detenida o retenida de ser informada de las razones de su detención y 

notificada, sin demora, de los cargos formulados en su contra está consagrado en el artículo 7.4 de la 

Convención Americana, que no distingue entre la detención efectuada por orden judicial y la que se 

practica infragranti. Por ello se puede concluir que el arrestado en flagrante delito conserva aquel 

derecho. 
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84. Tomando en cuenta que esa información permite el adecuado derecho de defensa, es posible 

sostener que la obligación de informar a la persona sobre los motivos y las razones de su detención y 

acerca de sus derechos no admite excepciones y debe ser observado independientemente de la forma 

en que ocurra la detención. 

Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170 

71. La información sobre los motivos y razones de la detención necesariamente supone informar, en 

primer lugar, de la detención misma. La persona detenida debe tener claro que está siendo detenida 

[…]. 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220 

105. Esta Corte ha establecido que, a la luz del artículo 7.4 de la Convención Americana, la 

información de los "motivos y razones" de la detención debe darse "cuando ésta se produce", lo cual 

constituye un mecanismo para evitar detenciones ilegales o arbitrarias desde el momento mismo de 

la privación de libertad y, a su vez, garantiza el derecho de defensa del individuo. Asimismo, esta 

Corte ha señalado que el agente que lleva a cabo la detención debe informar en un lenguaje simple, 

libre de tecnicismos, los hechos y bases jurídicas esenciales en los que se basa la detención. No se 

satisface el artículo 7.4 de la Convención si sólo se menciona la base legal. 

Corte IDH. Caso Fleury y otros Vs. Haití. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 

noviembre de 2011. Serie C No. 236 

60. En un caso en que se alegue la violación del artículo 7.4 de la Convención, se deben analizar los 

hechos bajo el derecho interno y la normativa convencional, puesto que la información de los 

“motivos y razones” de la detención debe darse “cuando ésta se produce” y dado que el derecho 

contenido en aquella norma implica dos obligaciones: i) la información en forma oral o escrita sobre 

las razones de la detención, y ii) la notificación, por escrito, de los cargos. En el presente caso, el 

Estado no informó al señor Fleury de las “razones” de su detención ni le notificó los “cargos” en su 

contra, por lo que, además de ilegal (supra párr. 56), su detención constituyó una violación del derecho 

reconocido en el artículo 7.4 de la misma. 

 

5. Derecho a ser llevado sin demora ante un juez o autoridad competente 

Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52 

  

108. La jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos señala que la disposición del 

artículo 5 de la Convención Europea de Salvaguardia de los Derechos del Hombre y de las Libertades 

Fundamentales (en adelante “Convención Europea” o “Convención de Roma”) que establece que “la 

persona detenida debe ser puesta inmediatamente ante el juez”, supone que un individuo que ha sido 

privado de su libertad sin ningún tipo de control judicial debe ser liberado o puesto inmediatamente 

a disposición de un juez, pues el cometido esencial de este artículo es la protección de la libertad del 
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individuo contra la interferencia del Estado. La Corte mencionada ha sostenido que si bien el vocablo 

“inmediatamente” debe ser interpretado de conformidad con las características especiales de cada 

caso, ninguna situación, por grave que sea, otorga a las autoridades la potestad de prolongar 

indebidamente el período de detención sin afectar el artículo 5.3 de la Convención Europea. 

 

Corte IDH. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 

de junio de 2005. Serie C No. 129 

 

76. El artículo 7.5 de la Convención dispone que toda persona sometida a una detención tiene derecho 

a que una autoridad judicial revise dicha detención, sin demora, como medio de control idóneo para 

evitar las capturas arbitrarias e ilegales.  El control judicial inmediato es una medida tendiente a evitar 

la arbitrariedad o ilegalidad de las detenciones, tomando en cuenta que en un Estado de derecho 

corresponde al juzgador garantizar los derechos del detenido, autorizar la adopción de medidas 

cautelares o de coerción, cuando sea estrictamente necesario, y procurar, en general, que se trate al 

inculpado de manera consecuente con la presunción de inocencia. 

 

78. Tal y como lo ha señalado en otros casos, este Tribunal estima necesario realizar algunas 

precisiones sobre este punto.  En primer lugar, los términos de la garantía establecida en el artículo 

7.5 de la Convención son claros en cuanto a que la persona detenida debe ser llevada sin demora ante 

un juez o autoridad judicial competente, conforme a los principios de control judicial e inmediación 

procesal.  Esto es esencial para la protección del derecho a la libertad personal y para otorgar 

protección a otros derechos, como la vida y la integridad personal.  El simple conocimiento por parte 

de un juez de que una persona está detenida no satisface esa garantía, ya que el detenido debe 

comparecer personalmente y rendir su declaración ante el juez o autoridad competente. 

 

80. En segundo lugar, un "juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 

judiciales" debe satisfacer los requisitos establecidos en el primer párrafo del artículo 8 de la 

Convención.  En las circunstancias del presente caso, la Corte entiende que el Agente Fiscal del 

Ministerio Público que recibió la declaración preprocesal del señor Acosta Calderón no estaba dotado 

de atribuciones para ser considerado "funcionario autorizado para ejercer funciones judiciales", en el 

sentido del artículo 7.5 de la Convención, ya que la propia Constitución Política del Ecuador, en ese 

entonces vigente, establecía en su artículo 98, cuáles eran los órganos que tenían facultades para 

ejercer funciones judiciales y no otorgaba esa competencia a los agentes fiscales.  Por tanto, el agente 

fiscal que actuó en el caso no poseía facultades suficientes para garantizar el derecho a la libertad y 

la integridad personales de la presunta víctima. 

 

Corte IDH. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187 

 

65. Consta en el expediente del presente caso que, el 19 de noviembre de 1991, el Jefe de la División 

de Defraudaciones y Estafas de la Policía Federal Argentina puso al señor Bayarri a disposición del 

Juzgado de Instrucción No. 25, y que el Secretario de dicho Juzgado ordenó mantener su detención. 

En este acto el señor Bayarri no fue llevado personalmente al Juzgado, por lo que no satisface la 

obligación dispuesta en el artículo 7.5 de la Convención de ser llevado ante un "juez u otro funcionario 
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autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales". La Corte ha reiterado que el juez debe oír 

personalmente al detenido y valorar todas las explicaciones que éste le proporcione, para decidir si 

procede la liberación o el mantenimiento de la privación de libertad . Lo contrario equivaldría a 

despojar de toda efectividad el control judicial dispuesto en el artículo 7.5 de la Convención. 

 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 Serie C No. 220 

 

89. La Comisión considera que los supuestos del artículo 16 de la Constitución mexicana no se 

habrían cumplido, ya que los señores Montiel Flores y Cabrera García permanecieron detenidos por 

dos días sin haber sido puesto a disposición de ninguna autoridad competente que controlara la 

legalidad de dicha detención. En ese sentido, el Conjunto de Principios de Naciones Unidas para la 

Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, establece en 

su cuarto principio:  

 

toda forma de detención o prisión y todas las medidas que afectan a los derechos humanos de 

las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión deberán ser ordenadas por 

un juez u otra autoridad, o quedar sujetas a la fiscalización efectiva de un juez u otra autoridad. 

 

102. Siguiendo la jurisprudencia del Tribunal (supra párr. 93) en lo que concierne a la autoridad 

competente para la remisión sin demora, este Tribunal reitera que los señores Cabrera y Montiel 

debieron ser llevados ante el juez lo más pronto posible y, en este caso, ello no ocurrió sino hasta casi 

5 días después de su detención. En ese sentido, el Tribunal observa que los señores Cabrera y Montiel 

fueron puestos a disposición de la autoridad competente excediendo el término establecido en la 

Convención Americana, que claramente exige la remisión ‘sin demora’ ante el juez […]Al respecto, 

la Corte reitera que en zonas de alta presencia militar, donde los miembros de la institución militar 

asumen control de la seguridad interna, la remisión sin demora ante las autoridades judiciales cobra 

mayor importancia con el fin de minimizar cualquier tipo de riesgo de violación a los derechos de la 

persona […] En consecuencia, la Corte considera que se vulneró el artículo 7.5 de la Convención 

Americana en perjuicio de los señores Cabrera y Montiel. 

 

Corte IDH. Caso Fleury y otros Vs. Haití. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 

noviembre de 2011. Serie C No. 236 

63. En el presente caso, el señor Fleury estuvo detenido durante un período de 17 horas en la 

Subcomisaría de Bon Repos y fue liberado antes que la autoridad competente conociera sobre la 

legalidad de su arresto. Según fue señalado (supra párrs. 56 y 59), la Policía no tenía una base real 

para detener al señor Fleury y no procuró abrirle una investigación ni poner su detención en 

conocimiento de la autoridad competente. Es claro que toda persona sometida a cualquier forma de 

privación de la libertad debe ser puesta a disposición de las autoridades competentes, para asegurar, 

entre otros, sus derechos a la libertad personal, integridad personal y las garantías del debido proceso, 

lo cual debe ser realizado inmediatamente y en el plazo máximo de detención legalmente establecido, 

que en Haití sería de 48 horas. De tal manera, corresponde a las autoridades policiales o 

administrativas demostrar si existieron razones o circunstancias legítimas para no haber puesto, sin 

demora, a la persona a disposición de las autoridades competentes. 
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Comité de Derechos Humanos. Caso Vladimir Kulomin con Hungría. Comunicación N° 

521/1992, 1996. 

 

11.2. El Comité ha tomado nota del argumento del Estado Parte de que la cuestión de si el autor fue 

llevado, tras su detención, rápidamente ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para 

ejercer funciones judiciales, es inadmisible ratione temporis. El Comité observa, sin embargo, que el 

objetivo de la primera frase del párrafo 3 del artículo 9 consiste en someter la detención de una 

persona acusada de delito penal a control judicial. De no proceder así al inicio del período de 

detención de alguien, se produciría una violación permanente del párrafo 3 del artículo 9, hasta que 

se subsanara. La detención del autor en espera de juicio se prolongó hasta que fue llevado ante el 

tribunal en mayo de 1989. El Comité no está por tanto incapacitado ratione temporis para examinar 

la cuestión de si su detención se ajustó a lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 9. 

 

11.3. El Comité pone de relieve que, después de su detención el 20 de agosto de 1988, el fiscal ordenó, 

y posteriormente prorrogó en varias ocasiones, la detención del autor en espera de juicio, hasta que 

éste fue llevado ante un juez el 29 de mayo de 1989. El Comité considera que el ejercicio correcto 

del poder judicial conlleva que sea aplicado por una autoridad independiente, objetiva e imparcial 

respecto de las cuestiones que tiene que abordar. En las circunstancias del presente caso, el Comité 

discrepa de que pueda considerarse al fiscal como dotado de la objetividad e imparcialidad necesarias 

frente a las instituciones para representar el papel de "funcionario autorizado por la ley para ejercer 

funciones judiciales" en el sentido del párrafo 3 del artículo 9. 

6. Control judicial de la privación de libertad “hábeas corpus” 

Corte IDH. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención 

Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-8/87 del 30 de enero de 1987. 

Serie A No. 8 

 

33. El habeas corpus en su sentido clásico, regulado por los ordenamientos americanos, tutela de 

manera directa la libertad personal o física contra detenciones arbitrarias, por medio del mandato 

judicial dirigido a las autoridades correspondientes a fin de que se lleve al detenido a la presencia del 

juez para que éste pueda examinar la legalidad de la privación y, en su caso, decretar su libertad […] 

 

34. Si se examinan conjuntamente los dos procedimientos, puede afirmarse que el amparo es el género 

y el hábeas corpus uno de sus aspectos específicos. En efecto, de acuerdo con los principios básicos 

de ambas garantías recogidos por la Convención así como con los diversos matices establecidos en 

los ordenamientos de los Estados Partes, se observa que en algunos supuestos el hábeas corpus se 

regula de manera autónoma con la finalidad de proteger esencialmente la libertad personal de los 

detenidos o de aquéllos que se encuentran amenazados de ser privados de su libertad, pero en otras 

ocasiones el habeas corpus es denominado "amparo de la  libertad" o forma parte integrante del 

amparo.  

 

35. El hábeas corpus, para cumplir con su objeto de verificación judicial de la legalidad de la privación 

de libertad, exige la presentación del detenido ante el juez o tribunal competente bajo cuya disposición 
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queda la persona afectada. En este sentido es esencial la función que cumple el hábeas corpus como 

medio para controlar el respeto a la vida e integridad de la persona, para impedir su desaparición o la 

indeterminación de su lugar de detención, así como para protegerla  

contra la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

 

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202 

 

73. Durante la época en que el recurso de hábeas corpus fue planteado para determinar el paradero 

del señor Anzualdo Castro, la referida regulación de ese recurso establecía que el mismo era 

improcedente “[c]uando el agraviado opta por recurrir a la vía judicial ordinaria”. Consecuentemente, 

para una situación como la del presente caso, esa disposición desconocía que ambos procedimientos 

tienen fines distintos y traía como consecuencia que el recurso de hábeas corpus resultare 

impracticable para los fines de protección que debía cumplir y tornaba en ilusorio el análisis de 

legalidad de la detención objeto de la acción. 

 

76. La Corte considera que, bajo las obligaciones generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la 

Convención, la violación del derecho reconocido en el artículo 7.6 del mismo instrumento se 

configuró en este caso desde el momento en que se estableció en la legislación una restricción que 

hacía impracticable el ejercicio del derecho protegido, situación agravada por el contexto en que tales 

recursos no eran efectivos. 

 

77. En cuanto al artículo 25 de la Convención, cuya violación alegan los representantes, este Tribunal 

ha afirmado que si se examinan conjuntamente los artículos 25 y 7.6 de la Convención, el amparo es 

el género y el hábeas corpus uno de sus aspectos específicos. Además, en razón de que el artículo 7.6 

de la Convención tiene un contenido jurídico propio y el principio de efectividad (effet utile) es 

transversal a la protección debida de todos los derechos reconocidos en ese instrumento, el Tribunal 

considera innecesario analizar aquella disposición en relación con el artículo 25 de la Convención. 

 

Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218 

  

124. Ahora bien, en razón de que el artículo 7.6 de la Convención tiene un contenido jurídico propio 

que consiste en tutelar de manera directa la libertad personal o física, por medio del mandato judicial 

dirigido a las autoridades correspondientes a fin de que se lleve al detenido a la presencia del juez 

para que éste pueda examinar la legalidad de la privación y, en su caso, decretar su libertad y dado 

que el principio de efectividad (effet utile) es transversal a la protección debida de todos los derechos 

reconocidos en ese instrumento, el Tribunal considera innecesario, tal como lo ha hecho en otras 

oportunidades, analizar aquella disposición en relación con el artículo 25 de la Convención”. 

 

127. El artículo 7.6 de la Convención es claro al disponer que la autoridad que debe decidir la 

legalidad del “arresto o detención” debe ser “un juez o tribunal” (…) el Tribunal estima que la revisión 

por parte de un juez o tribunal es un requisito fundamental para garantizar un adecuado control y 

escrutinio de los actos de la administración que afectan derechos fundamentales. 
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129. Al respecto, la jurisprudencia de este Tribunal ya ha referido que estos recursos no solo deben 

existir formalmente en la legislación sino que deben ser efectivos, esto es, cumplir con el objetivo de 

obtener sin demora una decisión sobre la legalidad del arresto o de la detención. 

 

Corte IDH. Caso Contreras y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 31 de agosto de 2011 Serie C No. 232 

 

158. La Corte ha considerado que el recurso de habeas corpus o exhibición personal representa el 

medio idóneo para garantizar la libertad, controlar el respeto a la vida e integridad de la persona, e 

impedir su desaparición o la indeterminación de su lugar de detención. Al respecto, la jurisprudencia 

de este Tribunal ya ha referido que estos recursos no solo deben existir formalmente en la legislación 

sino que deben ser efectivos. 

7. Derecho a la libertad personal y prisión preventiva 

Corte IDH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 

111 

129. Después de haber analizado la legalidad de la restricción, la Corte considera indispensable 

destacar que las medidas cautelares que afectan la libertad personal y el derecho de circulación del 

procesado tienen un carácter excepcional, ya que se encuentran limitadas por el derecho a la 

presunción de inocencia y los principios de necesidad y proporcionalidad, indispensables en una 

sociedad democrática. La jurisprudencia internacional y la normativa penal comparada coinciden en 

que para aplicar tales medidas cautelares en el proceso penal deben existir indicios suficientes que 

permitan suponer razonablemente la culpabilidad del imputado y que se presente alguna de las 

siguientes circunstancias: peligro de fuga del imputado; peligro de que el imputado obstaculice la 

investigación; y peligro de que el imputado cometa un delito, siendo esta última cuestionada en la 

actualidad. Asimismo, dichas medidas cautelares no pueden constituirse en un sustituto de la pena 

privativa de libertad ni cumplir los fines de la misma, lo cual puede suceder si se continúa aplicando 

cuando ha dejado de cumplir con las funciones arriba mencionadas. De lo contrario, la aplicación de 

una medida cautelar que afecte la libertad personal y el derecho de circulación del procesado sería lo 

mismo que anticipar una pena a la sentencia, lo cual contradice principios generales del derecho 

universalmente reconocidos. 

Corte IDH. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187 

 

70. El artículo 7.5 de la Convención Americana garantiza el derecho de toda persona detenida en 

prisión preventiva a ser juzgada dentro de un plazo razonable o ser puesta en libertad, sin perjuicio 

de que continúe el proceso. Este derecho impone límites temporales a la duración de la prisión 

preventiva, y, en consecuencia, a las facultades del Estado para proteger los fines del proceso 

mediante este tipo de medida cautelar. Cuando el plazo de la prisión preventiva sobrepasa lo 

razonable, el Estado podrá limitar la libertad del imputado con otras medidas menos lesivas que 

aseguren su comparencia al juicio, distintas a la privación de su libertad mediante encarcelamiento. 

Este derecho impone, a su vez, una obligación judicial de tramitar con mayor diligencia y prontitud 
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aquellos procesos penales en los cuales el imputado se encuentre privado de su libertad. La tarea de 

este Tribunal es examinar si la prisión preventiva a que fue sometido Juan Carlos Bayarri excedió los 

límites de lo razonable. 

 

Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 

de noviembre de 2009. Serie C No. 206 

 

119. El Tribunal ha establecido que el artículo 7.5 de la Convención garantiza el derecho de toda 

persona en prisión preventiva a ser juzgada dentro de un plazo razonable o ser puesta en libertad, sin 

perjuicio de que continúe el proceso. Esta norma impone límites temporales a la duración de la prisión 

preventiva y, en consecuencia, a las facultades del Estado para asegurar los fines del proceso mediante 

esta medida cautelar. Desde luego, hay que distinguir entre esta disposición sobre duración de la 

medida cautelar privativa de la libertad, de la contenida en el artículo 8.1 que se refiere al plazo para 

la conclusión del proceso. Aun cuando se refieren a cuestiones diferentes, ambas normas se hallan 

informadas por un mismo designio: limitar en la mayor medida posible la afectación de los derechos 

de una persona. 

 

120. Cuando el plazo de la prisión preventiva sobrepasa lo razonable, el Estado podrá limitar la 

libertad del imputado con otras medidas menos lesivas que aseguren su comparencia al juicio, 

distintas de la privación de libertad. Este derecho del individuo trae consigo, a su vez, una obligación 

judicial de tramitar con mayor diligencia y prontitud los procesos penales en los que el imputado se 

encuentre privado de libertad. 

 

122. La prisión preventiva se halla limitada, asimismo, por el principio de proporcionalidad, en virtud 

del cual una persona considerada inocente no debe recibir igual o peor trato que una persona 

condenada. El Estado debe evitar que la medida de coerción procesal sea igual o más gravosa para el 

imputado que la pena que se espera en caso de condena. Esto quiere decir que no se debe autorizar la 

privación cautelar de la libertad, en supuestos en los que no sería posible aplicar la pena de prisión, y 

que aquélla debe cesar cuando se ha excedido la duración razonable de dicha medida. El principio de 

proporcionalidad implica, además, una relación racional entre la medida cautelar y el fin perseguido, 

de tal forma que el sacrificio inherente a la restricción del derecho a la libertad no resulte exagerado 

o desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante tal restricción. 

 

Corte IDH. Caso J Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275 

159. Este Tribunal ha precisado también que para restringir el derecho a la libertad personal a través 

de medidas como la prisión preventiva deben existir indicios suficientes que permitan suponer 

razonablemente que la persona sometida al proceso ha participado en el ilícito que se investiga. Sin 

embargo, aún verificado este extremo, la privación de libertad del procesado no puede residir en fines 

preventivo-generales o preventivo-especiales atribuibles a la pena, sino que sólo se puede 

fundamentar en un fin legítimo, a saber: asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo del 

procedimiento ni eludirá la acción de la justicia. Concordantemente, las características personales del 

supuesto autor y la gravedad del delito que se le imputa no son, por sí mismos, justificación suficiente 
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de la prisión preventiva. El peligro procesal no se presume, sino que debe realizarse la verificación 

del mismo en cada caso, fundado en circunstancias objetivas y ciertas del caso concreto. De este 

modo, para que se respete la presunción de inocencia al ordenarse medidas restrictivas de la libertad 

es preciso que el Estado fundamente y acredite, de manera clara y motivada, según cada caso 

concreto, la existencia de los referidos requisitos exigidos por la Convención. Proceder de otro modo 

equivaldría a anticipar la pena, lo cual contraviene principios generales del derecho, ampliamente 

reconocidos, entre ellos, el principio de presunción de inocencia. 

Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena 

Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C 

Nº 279 

311. La Corte ha precisado también las características que debe tener una medida de detención o 

prisión preventiva para ajustarse a las disposiciones de la Convención Americana: 

a) Es una medida cautelar y no punitiva: debe estar dirigida a lograr fines legítimos y razonablemente 

relacionados con el proceso penal en curso. No puede convertirse en una pena anticipada ni basarse 

en fines preventivos-generales o preventivo-especiales atribuibles a la pena. 

b) Debe fundarse en elementos probatorios suficientes: Para disponer y mantener medidas como la 

prisión preventiva deben existir elementos probatorios suficientes que permitan suponer 

razonablemente que la persona sometida a proceso ha participado en el ilícito que se investiga. 

Verificar este presupuesto material constituye un primer paso necesario para restringir el derecho a 

la libertad personal por medio de una medida cautelar, pues si no existiesen mínimamente elementos 

que permitan vincular a la persona con el hecho punible investigado, tampoco habrá necesidad de 

asegurar los fines del proceso. Para la Corte, la sospecha tiene que estar fundada en hechos 

específicos, esto es, no en meras conjeturas o intuiciones abstractas. De allí se deduce que el Estado 

no debe detener para luego investigar, por el contrario, sólo está autorizado a privar de la libertad a 

una persona cuando alcance el conocimiento suficiente para poder llevarla a juicio. 

c) Está sujeta a revisión periódica: La Corte ha puesto de relieve que no debe prolongarse cuando no 

subsistan las razones que motivaron su adopción. También ha observado que son las autoridades 

nacionales las encargadas de valorar la pertinencia o no del mantenimiento de las medidas cautelares 

que emiten conforme a su propio ordenamiento. Al realizar esta tarea, las autoridades nacionales 

deben ofrecer los fundamentos suficientes que permitan conocer los motivos por los cuales se 

mantiene la restricción de la libertad, la cual, para que no se erija en una privación de libertad 

arbitraria, de acuerdo con el artículo 7.3 de la Convención Americana, debe estar fundada en la 

necesidad de asegurar que el detenido no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones ni 

eludirá la acción de la justicia. La Corte resalta, además, que el juez no tiene que esperar hasta el 

momento de dictar sentencia absolutoria para que una persona detenida recupere su libertad, sino que 

debe valorar periódicamente si se mantienen las causas de la medida y la necesidad y la 

proporcionalidad de ésta, así como si el plazo de la detención ha sobrepasado los límites que imponen 

la ley y la razón. En cualquier momento en que aparezca que la prisión preventiva no satisface estas 

condiciones, deberá decretarse la libertad, sin perjuicio de que el proceso respectivo continúe. 
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312. De conformidad con lo indicado, no es suficiente con que sea legal; además, es necesario que no 

sea arbitraria, lo cual implica que la ley y su aplicación deben respetar los requisitos siguientes: 

a) Finalidad compatible con la Convención: la finalidad de las medidas que priven o restrinjan la 

libertad debe ser compatible con la Convención (supra párr. 311.a). La Corte ha indicado que “la 

privación de libertad del imputado no puede residir en fines preventivo-generales o preventivo-

especiales atribuibles a la pena, sino que sólo se puede fundamentar […] en un fin legítimo, a saber: 

asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo del procedimiento ni eludirá la acción de la 

justicia”. En este sentido, la Corte ha indicado reiteradamente que las características personales del 

supuesto autor y la gravedad del delito que se le imputa no son, por sí mismos, justificación suficiente 

de la prisión preventiva. Asimismo, ha destacado que el peligro procesal no se presume, sino que 

debe realizarse la verificación del mismo en cada caso, fundado en circunstancias objetivas y ciertas 

del caso concreto. 

b) Idoneidad: las medidas adoptadas deben ser idóneas para cumplir con el fin perseguido. 

c) Necesidad: deben ser necesarias, es decir, es preciso que sean absolutamente indispensables para 

conseguir el fin deseado y que no exista una medida menos gravosa con respecto al derecho 

intervenido entre todas aquellas que cuentan con la misma idoneidad para alcanzar el objetivo 

propuesto. De tal manera, aun cuando se haya determinado el extremo relativo a los elementos 

probatorios suficientes que permitan suponer la participación en el ilícito (supra párr. 311.b), la 

privación de la libertad debe ser estrictamente necesaria para asegurar que el acusado no impedirá 

dichos fines procesales. 

d) Proporcionalidad: deben ser estrictamente proporcionales, de tal forma que el sacrificio inherente 

a la restricción del derecho a la libertad no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se 

obtienen mediante tal restricción y el cumplimiento de la finalidad perseguida. 

e) Cualquier restricción a la libertad que no contenga una motivación suficiente que permita evaluar 

si se ajusta a las condiciones señaladas será arbitraria y, por tanto, violará el artículo 7.3 de la 

Convención. De este modo, para que se respete la presunción de inocencia al ordenarse medidas 

cautelares restrictivas de la libertad es preciso que el Estado fundamente y acredite, de manera clara 

y motivada, según cada caso concreto, la existencia de los referidos requisitos exigidos por la 

Convención. 

Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-35 Libertad y seguridad personales 

(Sustituye la CCPR/GC/8), 2013 (proyecto) 

21. En los casos en que una condena penal incluya un período punitivo seguido de otro preventivo, 

una vez cumplido el plazo de prisión punitiva y para evitar la arbitrariedad la prisión preventiva 

deberá justificarse con razones necesarias, y deberá garantizarse que un organismo independiente la 

revise periódicamente para determinar la justificación continuada de la detención. Los Estados partes 

deben utilizar esa prisión preventiva después de la condena como medida de último recurso y crear 

condiciones de detención que sean distintas de las del tratamiento de los condenados que cumplen 

una pena punitiva, y que estén destinadas a la rehabilitación y la reintegración de los detenidos en la 

sociedad. Si un preso ha cumplido plenamente la pena impuesta en el momento de dictar sentencia, 
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los artículos 9 y 15 prohíben un aumento retroactivo de la condena, y un Estado parte no puede 

imponer la detención equivalente en el contexto de la prisión civil preventiva. 

Consejo de Derechos Humanos. Informe del grupo de trabajo sobre detención arbitraria. 

A/HRC/27/48, 2014. 

75. El Grupo de Trabajo ha observado en varios países la aplicación de la prisión preventiva. Personas 

que han sido condenadas y han cumplido su pena pueden seguir privadas de libertad por considerarse 

que su liberación supondría un peligro para la sociedad (véanse, por ejemplo, A/HRC/7/4/Add.2 y 

A/HRC/19/57/Add.3). Cuando una sentencia penal incluye un período punitivo seguido por un 

período preventivo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el derecho internacional 

consuetudinario, confirmado por los informes y por la constante jurisprudencia del Grupo de Trabajo, 

requieren que una vez cumplida la pena de prisión punitiva, la prisión preventiva debe ser 

proporcionada y estar justificada por razones de peso. Debe estar sujeta a un examen periódico regular 

por parte de un tribunal o de un órgano independiente bajo supervisión judicial, capaz de determinar 

si sigue estando justificada la detención. La evaluación del peligro futuro debe incluir firmes garantías 

procesales, y el examen de la proporcionalidad no debe ser menos estricto en esa etapa, que exige una 

justificación más sólida a medida que transcurra el tiempo. La prisión preventiva posterior a la 

condena debe ser una medida de último recurso. Las condiciones de la prisión preventiva deben ser 

distintas de las condiciones en que se hallan los presos condenados que cumplen una pena punitiva, 

y deben estar encaminadas a la rehabilitación y la reintegración en la sociedad. Si un preso ha 

cumplido la pena impuesta en el momento de la condena, los artículos 9 y 15 del Pacto y el derecho 

internacional consuetudinario prohíben un incremento retroactivo de la pena. No puede imponerse 

una privación de libertad equivalente a la prisión penal como medida civil de prisión preventiva ni 

con ninguna otra denominación. 
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III. DEBIDO PROCESO 

 

1. Concepto 

Corte IDH. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las 

Garantías del Debido Proceso Legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. 

Serie A No. 16 

116. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos consagra el derecho al debido proceso 

legal (artículo 14) derivado de “la dignidad inherente a la persona humana”. Esa norma señala 

diversas garantías aplicables a “toda persona acusada de un delito”, y en tal sentido coincide con los 

principales instrumentos internacionales sobre derechos humanos.  

117. En opinión de esta Corte, para que exista “debido proceso legal” es preciso que un justiciable 

pueda hacer valer sus derechos y defender sus intereses en forma efectiva y en condiciones de 

igualdad procesal con otros justiciables. Al efecto, es útil recordar que el proceso es un medio para 

asegurar, en la mayor medida posible, la solución justa de una controversia. A ese fin atiende el 

conjunto de actos de diversas características generalmente reunidos bajo el concepto de debido 

proceso legal. El desarrollo histórico del proceso, consecuente con la protección del individuo y la 

realización de la justicia, ha traído consigo la incorporación de nuevos derechos procesales. Son 

ejemplo de este carácter evolutivo del proceso los derechos a no autoincriminarse y a declarar en 

presencia de abogado, que hoy día figuran en la legislación y en la jurisprudencia de los sistemas 

jurídicos más avanzados. Es así como se ha establecido, en forma progresiva, el aparato de las 

garantías judiciales que recoge el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

al que pueden y deben agregarse, bajo el mismo concepto, otras garantías aportadas por diversos 

instrumentos del Derecho Internacional. 

118. En este orden de consideraciones, la Corte ha dicho que los requisitos que deben ser observados 

en las instancias procesales para que pueda hablarse de verdaderas y propias garantías judiciales, 

“sirven para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho” y son 

“condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos u 

obligaciones están bajo consideración judicial”. 

Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de 

febrero de 2001. Serie C No. 74 

102. Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula “Garantías Judiciales”, su aplicación 

no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, “sino al conjunto de requisitos que deben 

observarse en las instancias procesales” a efecto de que las personas puedan defenderse 

adecuadamente ante cualquier acto emanado del Estado que pueda afectar sus derechos. 

176. El concepto del debido proceso en casos penales debe incluir, por lo menos, las  garantías 

mínimas a que hace referencia el artículo 8 de la Convención. Al denominarlas  mínimas ésta presume 

que, en circunstancias específicas, otras garantías adicionales pueden ser necesarias si se trata de un 

debido proceso legal. 
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Comité de Derechos Humanos. Observación CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007 

2. El derecho a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia y a un juicio imparcial es un  

elemento fundamental de la protección de los derechos humanos y sirve de medio procesal para 

salvaguardar el imperio de la ley. El artículo 14 del Pacto tiene por objeto velar por la adecuada 

administración de la justicia y, a tal efecto, garantiza una serie de derechos específicos.  

3. El artículo 14 es de naturaleza particularmente compleja y en él se combinan diversas garantías 

con diferentes ámbitos de aplicación […] 

2. Alcance del derecho a un debido proceso 

Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216 

161. La violación sexual de una persona por parte de personal militar no guarda, en ningún caso, 

relación con la disciplina o la misión castrense. Por el contrario, el acto cometido por personal militar 

contra la señora Rosendo Cantú afectó bienes jurídicos tutelados por el derecho penal interno y la 

Convención Americana como la integridad y la dignidad personal de la víctima. Es claro que tal 

conducta es abiertamente contraria a los deberes de respeto y protección de los derechos humanos y, 

por lo tanto, está excluida de la competencia de la jurisdicción militar. Con base en las anteriores 

consideraciones, la Corte concluye que la intervención del fuero militar en la averiguación previa de 

la violación sexual contrarió los parámetros de excepcionalidad y restricción que lo caracterizan e 

implicó la aplicación de un fuero personal que operó sin tomar en cuenta la naturaleza de los actos 

involucrados. Esta conclusión resulta válida en el presente caso aun cuando el hecho está en la etapa 

de investigación del Ministerio Público Militar. Como se desprende de los criterios señalados, la 

incompatibilidad de la Convención Americana con la intervención del fuero militar en este tipo de 

casos no se refiere únicamente al acto de juzgar, a cargo de un tribunal, sino fundamentalmente a la 

propia investigación, dado que su actuación constituye el inicio y el presupuesto necesario para la 

posterior intervención de un tribunal incompetente. Con base en lo anterior, la Corte concluye que el 

Estado violó los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial previstos en los artículos 

8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de 

la señora Rosendo Cantú. Como lo ha hecho en casos anteriores, ante la conclusión de que la justicia 

penal militar no resulta competente, el Tribunal considera que no es necesario pronunciarse respecto 

de otros alegatos sobre independencia o imparcialidad del fuero militar o la eventual violación, con 

base en los mismos hechos, de otros instrumentos interamericanos. 

Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218 

142. Es por ello que se exige que cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, 

cuyas decisiones puedan afectar los derechos de las personas, adopte tales decisiones con pleno 

respeto de las garantías del debido proceso legal. Así, el artículo 8 de la Convención consagra los 

lineamientos del debido proceso legal, el cual está compuesto de un conjunto de requisitos que deben 

observarse en las instancias procesales, a efectos de que las personas estén en condiciones de defender 

adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos. 
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Adicionalmente, la Corte ha interpretado que el elenco de garantías mínimas establecido en el 

numeral 2 del artículo 8 de la Convención se aplica también a la determinación de derechos y 

obligaciones de orden ―civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Por esta razón, no puede la 

administración dictar actos administrativos sancionatorios sin otorgar también a las personas 

sometidas a dichos procesos las referidas garantías mínimas, las cuales se aplican mutatis mutandis 

en lo que corresponda. 

Corte IDH. Caso Barbani Duarte Vs. Uruguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 

de octubre de 2011. Serie C No. 234 

118. El artículo 8.1 de la Convención no se aplica solamente a jueces y tribunales judiciales. Las 

garantías que establece esta norma deben ser observadas en los distintos procedimientos en que los 

órganos estatales adoptan decisiones sobre la determinación  de los derechos  de las personas,  ya  que 

el Estado también  otorga a  autoridades  administrativas, colegiadas o unipersonales, la función de 

adoptar decisiones que determinan derechos. 

Comité de Derechos Humanos. Caso Perterer con Austria. Comunicación N° 1015/2001, 2004. 

9.2 Si bien la decisión sobre un despido disciplinario no debe ser adoptada por una corte o un tribunal, 

el Comité considera que siempre que, como en el presente caso, a un órgano judicial se encomienda 

la tarea de decidir la imposición o no de medidas disciplinarias, debe respetar la garantía de igualdad 

de todas las personas ante los tribunales, consagrada en el párrafo 1 del artículo 14, y los principios 

de imparcialidad, justicia e igualdad de medios que acarrea implícitamente esta garantía. 

3. Garantías generales que integran el debido proceso   

3.1 Derecho a ser oído 

Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 2 de febrero de 2001. Serie C N° 72 

140. Al considerarse la Ley 25 constitucional y al derogar ésta la normativa vigente al momento de 

los hechos por tener carácter retroactivo, los trabajadores tuvieron que acudir a la Sala Tercera de la 

Corte Suprema de Justicia mediante demandas contencioso-administrativas. En estos procesos los 

trabajadores no contaron con amplias posibilidades de ser oídos en procura del esclarecimiento de los 

hechos. Para determinar que los despidos eran legales, la Sala Tercera se basó exclusivamente en el 

hecho de que se había declarado que la Ley 25 no era inconstitucional y en que los trabajadores habían 

participado en el paro contrario a la democracia y el orden constitucional. Asimismo, la Sala Tercera 

no analizó las circunstancias reales de los casos y la comisión o no, por parte de los trabajadores 

despedidos, de la conducta que se sancionaba. Así, no consideró los informes en los cuales se basaron 

los directores de las diferentes entidades para determinar la participación de los trabajadores en el 

paro, informes que ni siquiera constan, según las pruebas aportadas, en los expedientes internos. La 

Sala Tercera, al juzgar con base en la Ley 25, no tomó en cuenta que dicha ley no establecía cuáles 

acciones atentaban contra la democracia y el orden constitucional. De esta manera, al acusar a los 

trabajadores de participar en un cese de actividades que atentaba contra la democracia y el orden 

constitucional, se les culpaba sin que estas personas hubieran tenido la posibilidad, al momento del 

paro, de saber que participar en éste constituía causal de una sanción tan grave como el despido. La 
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actitud de la Sala Tercera resulta más grave aún, si se considera que sus decisiones no eran 

susceptibles de apelación, en razón de que sus sentencias eran definitivas e inapelables.  

Corte IDH. Caso Cantos vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 

noviembre de 2002. Serie C N° 97 

50. Según el artículo 8.1 de la Convención  

[t]oda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 

ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 

de cualquier otro carácter. 

Esta disposición de la Convención consagra el derecho de acceso a la justicia. De ella se desprende 

que los Estados no deben interponer trabas a las personas que acudan a los jueces o tribunales en 

busca de que sus derechos sean determinados o protegidos. Cualquier norma o medida del orden 

interno que imponga costos o dificulte de cualquier otra manera el acceso de los individuos a los 

tribunales, y que no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de 

justicia, debe entenderse contraria al precitado artículo 8.1 de la Convención.  

51. El artículo 25 de la Convención establece que  

[t]oda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 

ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 

fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando 

tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

52. El artículo 25 de la Convención también consagra el derecho de acceso a la justicia. Al analizar 

el citado artículo 25 la Corte ha señalado que éste establece la obligación positiva del Estado de 

conceder a todas las personas bajo su jurisdicción un recurso judicial efectivo contra actos violatorios 

de sus derechos fundamentales. Y ha observado, además, que la garantía allí consagrada se aplica no 

sólo respecto de los derechos contenidos en la Convención, sino también de aquéllos que estén 

reconocidos por la Constitución o por la ley. La Corte ha señalado, asimismo, en reiteradas 

oportunidades, que la garantía de un recurso efectivo “constituye uno de los pilares básicos, no sólo 

de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el 

sentido de la Convención”, y que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el artículo 25 de la 

Convención no basta con que los recursos existan formalmente, sino que los mismos deben tener 

efectividad, es decir, debe brindarse a la persona la posibilidad real de interponer un recurso que sea 

sencillo y rápido. Cualquier norma o medida que impida o dificulte hacer uso del recurso de que se 

trata constituye una violación del derecho al acceso a la justicia, bajo la modalidad consagrada en el 

artículo 25 de la Convención Americana.  

Corte IDH. Caso Barbani Duarte Vs. Uruguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 

de octubre de 2011. Serie C No. 234 
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122. El examen requerido en el presente caso amerita que la Corte precise el alcance del derecho a 

ser oído establecido en el artículo 8.1 de la Convención Americana. Ese derecho implica, por un lado, 

un ámbito formal y procesal de asegurar el acceso al órgano competente para que determine el derecho 

que se reclama en apego a las debidas garantías procesales (tales como la presentación de alegatos y 

la aportación de prueba). Por otra parte, ese derecho abarca un ámbito de protección material que 

implica que el Estado garantice que la decisión que se produzca a través del procedimiento satisfaga 

el fin para el cual fue concebido. Esto último no significa que siempre deba ser acogido sino que se 

debe garantizar su capacidad para producir el resultado para el que fue concebido. 

142. El Tribunal concluye que el procedimiento administrativo especial resultó inefectivo, a la luz de 

lo que se tenía que determinar (supra párrs. 133 a 136), debido a que el Banco Central realizó un 

examen incompleto del fondo de las peticiones, por lo cual el Estado incurrió en una violación del 

ámbito material del derecho a ser oído protegido en el artículo 8.1 de la Convención Americana, en 

relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de las 539 personas que interpusieron una 

petición bajo el artículo 31 de la Ley 17.613, indicadas en el Anexo sobre víctimas de la presente 

Sentencia. 

200. La Corte ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los 

Estados Parte de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo 

contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. Dicha efectividad supone que, además de la 

existencia formal de los recursos, éstos den resultados o respuestas a las violaciones de derechos 

contemplados ya sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes. En ese sentido, no pueden 

considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las 

circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, 

cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque falten los medios para ejecutar 

sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de justicia. Así, 

el proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en el 

pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento. 

201. De otra parte, como lo ha señalado anteriormente el Tribunal, al evaluar la efectividad de los 

recursos incoados en la jurisdicción contencioso administrativa nacional, la Corte debe observar si 

las decisiones tomadas en aquélla han contribuido efectivamente a poner fin a una situación violatoria 

de derechos, a asegurar la no repetición de los actos lesivos y a garantizar el libre y pleno ejercicio 

de los derechos protegidos por la Convención. El Tribunal no evalúa la efectividad de los recursos 

interpuestos en función a una eventual resolución favorable a los intereses de la víctima. 

220. Por tanto, la Corte concluye que el Estado no garantizó a los demandantes en esos 11 casos 

(supra párr. 218) un recurso judicial que los amparara, de forma efectiva, contra la violación al ámbito 

material de su derecho de ser oído ante el órgano administrativo, para la determinación de los 

derechos otorgados en el artículo 31 de la Ley 17.613. En consecuencia, la Corte declara que el 

Uruguay violó el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25.1 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Daniel Dendrinos Saquieres, 

Fabiana Lijtenstein, Jean Leroy, Martín Guerra, María Ivelice Gigli Rodríguez, Leandro Rama Sienra, 

Clara Volyvovic, Pablo Raúl Roure Casas, Marta Rodríguez Lois, Ángel Notaro, Alba Bonifacino y 

Thomas Máximo Neuschul. 
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3.2 Derecho a un tribunal independiente, imparcial y competente 

3.2.1 Tribunal competente 

Corte IDH. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207 

108. El Tribunal ha establecido que la jurisdicción penal militar en los Estados democráticos, en 

tiempos de paz, ha tendido a reducirse e incluso a desaparecer, por lo cual, en caso de que un Estado 

la conserve, su utilización debe ser mínima, según sea estrictamente necesario, y debe encontrarse 

inspirada en los principios y garantías que rigen el derecho penal moderno. En un Estado democrático 

de derecho la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar 

encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados con las funciones que la ley 

asigna a las fuerzas militares. 

Corte IDH. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo 

y Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012 Serie C No. 259 

158. Esta Corte ha establecido que, en razón del bien jurídico lesionado, dicha jurisdicción (militar) 

no es el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de violaciones 

de derechos humanos, y que en el fuero militar sólo se puede juzgar a militares activos por la comisión 

de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden 

militar. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007 

22. Las disposiciones del artículo 14 se aplican a todos los tribunales y cortes de justicia 

comprendidos en el ámbito de ese artículo, sean ordinarios o especializados, civiles o militares. El 

Comité observa que en muchos países existen tribunales militares o especiales que enjuician a civiles. 

Aunque el Pacto no prohíbe el enjuiciamiento de civiles por tribunales militares o especiales, esos 

juicios, sin embargo, deben desarrollarse en condiciones que permitan la plena aplicación de las 

garantías previstas en el artículo 14, sin que dichas garantías puedan limitarse o  sean modificadas 

por la índole militar o especial del tribunal de que se trate. El Comité observa también que el 

enjuiciamiento de civiles por tribunales militares o especiales puede plantear problemas graves en 

cuanto a que la administración de justicia sea equitativa, imparcial e independiente. Por consiguiente, 

es importante que se tomen todas las medidas posibles para velar por que tales juicios se desarrollen 

en condiciones en que puedan observarse plenamente las garantías estipuladas en el artículo 14. El 

enjuiciamiento de civiles por tribunales militares debe ser excepcional, es decir, limitarse a los casos 

en que el Estado Parte pueda demostrar que el recurso a dichos tribunales es necesario y está 

justificado por motivos objetivos y serios, y que, por la categoría específica de los individuos y las 

infracciones de que se trata, los tribunales civiles no están en condiciones de llevar adelante esos 

procesos. 

Consejo de Derechos Humanos. Informe del grupo de trabajo sobre detención arbitraria. 

A/HRC/27/48, 2014. 
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68. Por consiguiente, como ha manifestado el Grupo de Trabajo, la intervención de un juez militar 

que no goza de independencia profesional ni cultural producirá probablemente un efecto contrario al 

ejercicio de los derechos humanos y a un juicio justo con todas las garantías procesales. El Grupo de 

Trabajo desea reafirmar los derechos humanos de los acusados, particularmente sus derechos a 

comparecer sin demora ante un juez independiente e imparcial; a ser llevados a juicio en el plazo más 

breve posible; a ser juzgados sin demoras injustificadas; a recurrir para que se determine la legalidad 

de su detención; a la presunción de inocencia; a un juicio público; a la igualdad de medios entre la 

acusación y la defensa; al acceso a las pruebas presentadas por la acusación; y a otras garantías 

judiciales fundamentales de un juicio justo. Los partidarios de los tribunales militares insisten a 

menudo en la necesidad de una justicia rápida y de mantener los valores patrióticos. Sin embargo, el 

Grupo de Trabajo observa que un tribunal integrado por un militar de baja graduación u otros militares 

no puede considerarse "un tribunal competente, independiente e imparcial", con arreglo a la 

definición del derecho de los derechos humanos.  

69. El Grupo de Trabajo enumera a continuación determinadas garantías mínimas que la justicia 

militar debe respetar obligatoriamente:  

 a) Los tribunales militares solo deben tener competencia para juzgar a personal militar por delitos de 

carácter militar;  

 b) Si también hay civiles imputados en un caso, los tribunales militares no deben juzgar al personal 

militar;  

 c) Los tribunales militares no deben juzgar a personal militar si algunas de las víctimas son civiles;  

 d) Los tribunales militares no deben tener competencia para ver casos de rebelión, sedición o 

atentados contra un régimen democrático, ya que en esos casos las víctimas son todos los ciudadanos 

del país de que se trate;  

 e) Los tribunales militares no deben tener en ningún caso competencia para imponer la pena de 

muerte. 

3.2.2 Tribunal independiente 

Corte IDH. Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. Ecuador. 

Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2013. Serie 

C No. 266 

155. Teniendo en cuenta los estándares señalados anteriormente, la Corte considera que: i) el respeto 

de las garantías judiciales implica respetar la independencia judicial; ii) las dimensiones de la 

independencia judicial se traducen en el derecho subjetivo del juez a que su separación del cargo 

obedezca exclusivamente a las causales permitidas, ya sea por medio de un proceso que cumpla con 

las garantías judiciales o porque se ha cumplido el término o período de su mandato, y iii) cuando se 

afecta en forma arbitraria la permanencia de los jueces en su cargo, se vulnera el derecho a la 

independencia judicial consagrado en el artículo 8.1 de la Convención Americana, en conjunción con 

el derecho de acceso y permanencia en condiciones generales de igualdad en un cargo público, 

establecido en el artículo 23.1.c de la Convención Americana. 
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Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007  

19. El requisito de la competencia, independencia e imparcialidad de un tribunal en el sentido del 

párrafo 1 del artículo 14 es un derecho absoluto que no puede ser objeto de excepción alguna. El 

requisito de independencia se refiere, en particular, al procedimiento y las cualificaciones para el 

nombramiento de los jueces, y las garantías en relación con su seguridad en el cargo hasta la edad de 

jubilación obligatoria o la expiración de su mandato, en los casos en que exista, las condiciones que 

rigen los ascensos, traslados, la suspensión y la cesación en sus funciones y la independencia efectiva 

del poder judicial respecto de la injerencia política por los poderes ejecutivo y legislativo. Los Estados 

deben adoptar medidas concretas que garanticen la independencia del poder judicial, y proteger a los 

jueces de toda forma de influencia política en la adopción de decisiones por medio de la Constitución 

o la aprobación de leyes que establezcan procedimientos claros y criterios objetivos para el 

nombramiento, la remuneración, el mandato, la promoción, la suspensión y la destitución, y las 

sanciones disciplinarias en relación con los miembros de la judicatura. Toda situación en que las 

funciones y competencias del poder judicial y del poder ejecutivo no sean claramente distinguibles o 

en la que este último pueda controlar o dirigir al primero es incompatible con el concepto de un 

tribunal independiente. Es necesario proteger a los jueces contra los conflictos de intereses y la 

intimidación. Para salvaguardar su independencia, la ley deber· garantizar la condición jurídica de 

los jueces, incluida su permanencia en el cargo por los períodos establecidos, su independencia y su 

seguridad, así como una remuneración, condiciones de servicio, pensiones y una edad de jubilación 

adecuadas. 

20. Los jueces podrán ser destituidos únicamente por razones graves de mala conducta o 

incompetencia, de conformidad con procedimientos equitativos que garanticen la objetividad y la 

imparcialidad establecidos en la Constitución o en la ley. La destitución de jueces por el poder 

ejecutivo, por ejemplo antes de la expiración del mandato para el que fueron nombrados, sin que se 

les dé ninguna razón concreta y sin que dispongan de una protección judicial efectiva para impugnar 

la destitución, es incompatible con la independencia del poder judicial. Esto también se aplica, por 

ejemplo, a la destitución por el poder ejecutivo de jueces presuntamente corruptos sin que se siga 

ninguno de los procedimientos establecidos en la ley. 

3.2.3 Tribunal imparcial 

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros  vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia del 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182 

56. En cambio, la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda particular se 

aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, 

ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda que el justiciable 

o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad. La Corte Europea de 

Derechos Humanos ha explicado que la imparcialidad personal o subjetiva se presume a menos que 

exista prueba en contrario. Por su parte, la denominada prueba objetiva consiste en determinar si el 

juez cuestionado brindó elementos convincentes que permitan eliminar temores legítimos o fundadas 

sospechas de parcialidad sobre su persona. Ello puesto que el juez debe aparecer como actuando sin 
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estar sujeto a influencia, aliciente, presión, amenaza o intromisión, directa o indirecta, sino única y 

exclusivamente conforme a -y movido por- el Derecho. 

66. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte concluye que no hay prueba que indique que el Estado 

haya desconocido el derecho de las víctimas a ser juzgadas por un tribunal imparcial, pero sí está 

demostrado que su legislación (supra párr. 59) y jurisprudencia (supra párr. 61) les impidieron 

solicitar que la imparcialidad de su órgano juzgador sea revisada. Dicho de otro modo, no está 

demostrado el incumplimiento del deber de respeto del derecho, sino la falta de garantía del mismo. 

Corte IDH. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207 

117. El derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial es una garantía fundamental del debido 

proceso. Es decir, se debe garantizar que el juez o tribunal en el ejercicio de su función como juzgador 

cuente con la mayor objetividad para enfrentar el juicio. Al respecto, este Tribunal ha establecido que 

la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda particular se aproxime a los hechos 

de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías 

suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda que el justiciable o la comunidad 

puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad. La imparcialidad del tribunal implica que 

sus integrantes no tengan un interés directo, una posición tomada, una preferencia por alguna de las 

partes y que no se encuentren involucrados en la controversia. La imparcialidad personal o subjetiva 

se presume a menos que exista prueba en contrario. Por su parte, la denominada prueba objetiva 

consiste en determinar si el juez cuestionado brindó elementos convincentes que permitan eliminar 

temores legítimos o fundadas sospechas de parcialidad sobre su persona. 

Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C No. 217 

 

177. La vigencia del debido proceso es uno de los principios fundamentales de la justicia, y tiene 

como uno de sus presupuestos que el juez que interviene en una contienda particular se aproxime a 

los hechos de la causa de modo imparcial, es decir, careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio 

personal y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda 

duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad. Al 

respecto, una de las formas de garantizar la conducción imparcial del proceso es mediante el instituto 

procesal de la excusa, la cual compete al juzgador cuando se estima impedido para conocer de un 

determinado asunto por considerar que, debido a que se presenta alguna de las causales previstas por 

la ley para ello, podría verse afectada su imparcialidad. 

Corte IDH. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 

de febrero de 2012. Serie C No. 239 

234. La Corte reitera que la imparcialidad personal de un juez debe ser presumida, salvo prueba en 

contrario (supra párr. 189). Para el análisis de la imparcialidad subjetiva, el Tribunal debe intentar 

averiguar los intereses o motivaciones personales del juez en un determinado caso. En cuanto al tipo 

de evidencia que se necesita para probar la imparcialidad subjetiva, el Tribunal Europeo ha indicado 
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que se debe tratar de determinar si el juez ha manifestado hostilidad o si ha hecho que el caso sea 

asignado a él por razones personales. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007  

21. El requisito de imparcialidad tiene dos aspectos. En primer lugar, los jueces no deben permitir 

que su fallo esté influenciado por sesgos o prejuicios personales, ni tener ideas preconcebidas en 

cuanto al asunto sometido a su estudio, ni actuar de manera que indebidamente promueva los intereses 

de una de las partes en detrimento de los de la otra. En segundo lugar, el tribunal también debe parecer 

imparcial a un observador razonable. Por ejemplo, normalmente no puede ser considerado imparcial 

un juicio afectado por la participación de un juez que, conforme a los estatutos internos, debería haber 

sido recusado. 

3.3 Derecho a ser juzgado en un plazo razonable 

Corte IDH. Caso Suárez Rosero vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 12 

de noviembre de 1997. Serie C No. 35 

70. El principio de “plazo razonable” al que hacen referencia los artículos 7.5 y 8.1 de la Convención 

Americana tiene como finalidad impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación 

y asegurar que ésta se decida prontamente. En el presente caso, el primer acto del procedimiento lo 

constituye la aprehensión del señor Suárez Rosero el 23 de junio de 1992 y, por lo tanto, a partir de 

ese momento debe comenzar a apreciarse el plazo. 

71. Considera la Corte que el proceso termina cuando se dicta sentencia definitiva y firme en el 

asunto, con lo cual se agota la jurisdicción (cf. Cour eur. D.H., arrêt Guincho du 10 juillet 1984, série 

A nº 81, párr. 29) y que, particularmente en materia penal, dicho plazo debe comprender todo el 

procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que pudieran eventualmente presentarse. Con 

base en la prueba que consta en el expediente ante la Corte, ésta estima que la fecha de conclusión 

del proceso contra el señor Suárez Rosero en la jurisdicción ecuatoriana fue el 9 de septiembre de 

1996, cuando el Presidente de la Corte Superior de Justicia de Quito dictó sentencia condenatoria. Si 

bien en la audiencia pública el señor Suárez Rosero mencionó la interposición de un recurso contra 

dicha sentencia, no fue demostrada esa afirmación. 

73. Con fundamento en las consideraciones precedentes, al realizar un estudio global del 

procedimiento en la jurisdicción interna contra el señor Suárez Rosero, la Corte advierte que dicho 

procedimiento duró más de 50 meses. En opinión de la Corte, este período excede en mucho el 

principio de plazo razonable consagrado en la Convención Americana.  

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 22 de Septiembre de 2009. Serie C No. 202 

156. El artículo 8.1 de la Convención Americana establece como uno de los elementos del debido 

proceso que los tribunales decidan los casos sometidos a su conocimiento en un plazo razonable. Al 

respecto, la Corte ha considerado preciso tomar en cuenta varios elementos para determinar la 

razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso: a) complejidad del asunto, b) actividad 
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procesal del interesado, c) conducta de las autoridades judiciales y d) afectación generada en la 

situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. 

179. El Estado está obligado a combatir esta situación de impunidad por todos los medios legales 

disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la 

indefensión de las víctimas, quienes tienen derecho a conocer la verdad de los hechos. Por ello, el 

reconocimiento y el ejercicio del derecho a conocer la verdad en una situación concreta constituye un 

medio de reparación (supra párr. 118). 

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010. Serie C No. 214 

136. En cuanto al cuarto elemento, para determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta 

la afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona 

involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia. El 

Tribunal ha establecido que si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica 

del individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el 

caso se resuelva en un tiempo breve. En el presente caso la demora en la obtención de una solución 

definitiva al problema de la tierra de los miembros de la Comunidad ha incidido directamente en su 

estado de vida. Esta situación es analizada en profundidad en el Capítulo VII infra. 

Corte IDH. Caso López Mendoza vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 

de septiembre de 2011. Serie C No. 233 

179. La Corte observa que si bien en el presente caso el señor López Mendoza tenía un especial interés 

en la celeridad de la solución del recurso para concretar su postulación a las elecciones de noviembre 

de 2008, dicha situación en sí misma no habría justificado que las autoridades judiciales sacrificaran 

el apropiado desarrollo del proceso y la determinación de la constitucionalidad o no de la norma bajo 

análisis que, en definitiva, tenía efectos generales que transcendían el interés particular de la víctima. 

Así, el Tribunal resalta que “los intereses de la persona afectada, en que se tome una decisión tan 

pronto como sea posible, t[ienen] que sopesarse frente a la exigencia de un examen cuidadoso del 

caso y una celebración apropiada de los procedimientos”. 

Corte IDH. Caso Furlan y Familiares vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246 

149. Respecto a la etapa de ejecución de las providencias judiciales, este Tribunal ha reconocido que 

la falta de ejecución de las sentencias tiene “vinculación directa con la tutela judicial efectiva para la 

ejecución de los fallos internos”, por lo que ha realizado su análisis a la luz del artículo 25 de la 

Convención Americana. Sin embargo, la Corte considera que el análisis de la etapa de ejecución de 

las sentencias también puede abordarse para contabilizar el término de duración de un proceso, con 

el fin de determinar su incidencia en la prolongación del plazo razonable de un proceso.  

150. En efecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado en reiteradas oportunidades 

que “los procedimientos de ejecución deben ser considerados como una segunda etapa de los 

procedimientos”. En ese orden de ideas, en el caso Silva e Pontes Vs. Portugal, dicho Tribunal 

estableció que las garantías establecidas en el artículo 6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos 
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aplican tanto a la primera etapa de los procedimientos como a la segunda. Asimismo, en el caso 

Robins Vs. Reino Unido, ese Tribunal concluyó que todas las etapas de los procedimientos para 

determinar derechos y obligaciones civiles, “sin excluir etapas subsiguientes a la sentencia de fondo”, 

deben resolverse en un plazo razonable. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007  

27. Un importante aspecto de la imparcialidad de un juicio es su carácter expeditivo. Si bien en el 

apartado c) del párrafo 3 del artículo 14 se aborda explícitamente la cuestión de las dilaciones 

indebidas en los procedimientos penales, las demoras en los procedimientos civiles que no pueden 

justificarse por la complejidad del caso o el comportamiento de las partes no son compatibles con el 

principio de una vista imparcial consagrado en el párrafo 1 de esta disposición. Cuando dichas 

demoras son ocasionadas por la falta de recursos y la deficiencia crónica de financiación, deberán 

asignarse, en la medida de lo posible, recursos presupuestarios complementarios suficientes a la 

administración de justicia. 

35. El derecho del acusado a ser juzgado sin dilaciones indebidas, previsto en el apartado c) del 

párrafo 3 de artículo 14, no sólo tiene el propósito de evitar que las personas permanezcan demasiado 

tiempo en la incertidumbre acerca de su suerte y, si se las mantiene recluidas durante el período del 

juicio, de garantizar que dicha privación de libertad no se prolongue más de lo necesario en las 

circunstancias del caso, sino también que redunde en interés de la justicia.  

Lo que es razonable deberá evaluarse en las circunstancias de cada caso, teniendo en cuenta 

principalmente la complejidad del caso, la conducta del acusado y la manera como las autoridades 

administrativas y judiciales hayan abordado el asunto. En los casos en que el tribunal niegue a los 

acusados la libertad bajo fianza, éstos deben ser juzgados lo más rápidamente posible. Esta garantía 

se refiere no sólo al intervalo de tiempo entre la acusación formal y el momento en que debe comenzar 

un proceso sino también al tiempo que media hasta el fallo definitivo en apelación. Todas las fases 

del proceso deben celebrarse "sin dilaciones indebidas", tanto en primera instancia como en 

apelación. 

3.4. Derecho a un fallo razonado 

Corte IDH. Caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227 

118. Sobre este deber de motivar las decisiones que afectan la estabilidad de los jueces en su cargo, 

la Corte reitera su jurisprudencia en el sentido que la motivación “es la exteriorización de la 

justificación razonada que permite llegar a una conclusión”. El deber de motivar las resoluciones es 

una garantía vinculada con la correcta administración de justicia, que protege el derecho de los 

ciudadanos a ser juzgados por las razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad a las 

decisiones jurídicas en el marco de una sociedad democrática. Por tanto, las decisiones que adopten 

los órganos internos que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, 

pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. En este sentido, la argumentación de un fallo y de 

ciertos actos administrativos deben permitir conocer cuáles fueron los hechos, motivos y normas en 

que se basó la autoridad para tomar su decisión, a fin de descartar cualquier indicio de arbitrariedad. 
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Asimismo, la motivación demuestra a las partes que éstas han sido oídas y, en aquellos casos en que 

las decisiones son recurribles, les proporciona la posibilidad de criticar la resolución y lograr un nuevo 

examen de la cuestión ante las instancias superiores. Por todo ello, el deber de motivación es una de 

las “debidas garantías” incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso. 

120. Teniendo en cuenta estos alcances del deber de motivar tanto en el derecho internacional como 

en el derecho interno, así como las garantías de independencia judicial que deben operar para 

sancionar o remover a un juez (supra párrs. 98 a 100), el Tribunal considera que la facultad de dejar 

sin efecto el nombramiento de jueces con base en “observaciones” debe encontrarse mínimamente 

justificada y regulada, por lo menos en cuanto a la precisión de los hechos que sustentan dichas 

observaciones y a que la motivación respectiva no sea de naturaleza disciplinaria o sancionatoria. 

Debido a que si efectivamente se tratase de una sanción disciplinaria, además de que ello implicaría 

la competencia de la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración (supra párr. 59), la exigencia 

de motivación sería aún mayor, ya que el control disciplinario tiene como objeto valorar la conducta, 

idoneidad y desempeño del juez como funcionario público y, por ende, correspondería analizar la 

gravedad de la conducta y la proporcionalidad de la sanción. En el ámbito disciplinario es 

imprescindible la indicación precisa de aquello que constituye una falta y el desarrollo de argumentos 

que permitan concluir que las observaciones tienen la suficiente entidad para justificar que un juez 

no permanezca en el cargo. En el presente caso, aún cuando la Corte no pudo concluir que el acto que 

dejó sin efecto el nombramiento de la señora Chocrón Chocrón tuviera naturaleza sancionatoria 

(supra párr. 116), el Tribunal considera que la discrecionalidad no fundamentada transformó el acto 

administrativo de remoción en un acto arbitrario que, al afectar indebidamente su derecho a la 

estabilidad en el cargo, vulneró el deber de motivación. 

4. Garantías relativas específicamente al proceso penal 

4.1 Principio general de  presunción de inocencia 

Corte IDH. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 

de junio de 2005. Serie C No. 129 

111. Esta Corte ha señalado que el principio de presunción de inocencia constituye un fundamento 

de las garantías judiciales. De lo dispuesto en el artículo 8.2 de la Convención deriva la obligación 

estatal de no restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamente necesarios para 

asegurar que aquél no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones ni eludirá la acción de la 

justicia. En este sentido, la prisión preventiva es una medida cautelar, no punitiva. Este concepto 

figura en múltiples instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos. El Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos dispone que la prisión preventiva de los procesados no 

debe constituir la regla general (artículo 9.3). Se incurriría en una violación a la Convención al privar 

de libertad, por un plazo desproporcionado, a personas cuya responsabilidad criminal no ha sido 

establecida. Equivaldría a anticipar la pena, lo cual contraviene los principios generales del derecho 

universalmente reconocidos. 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 Serie C No. 220 
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183. Asimismo, el Tribunal ha sostenido que tal y como se desprende del artículo 8.2 de la 

Convención, dicho principio exige que una persona no pueda ser condenada mientras no exista prueba 

plena de su responsabilidad penal. Si obra contra ella prueba incompleta o insuficiente, no es 

procedente condenarla, sino absolverla. Así, la falta de prueba plena de la responsabilidad penal en 

una sentencia condenatoria constituye una violación al principio de presunción de inocencia, el cual 

es un elemento esencial para la realización efectiva del derecho a la defensa y acompaña al acusado 

durante toda la tramitación del proceso hasta que una sentencia condenatoria que determine su 

culpabilidad quede firme. 

Corte IDH. Caso J. vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275 

244. El Tribunal Europeo ha resaltado que la presunción de inocencia puede ser violada no sólo por 

los jueces o tribunales a cargo del proceso, sino también por otras autoridades públicas, por lo cual 

las autoridades estatales deben elegir cuidadosamente sus palabras al declarar sobre un proceso penal, 

antes de que una persona o personas haya sido juzgada y condenada por el delito respectivo. Si bien 

en el marco del proceso penal en sí mismo, los señalamientos de culpabilidad por parte de 

funcionarios tales como fiscales y procuradores no constituyen una violación a la presunción de 

inocencia, las declaraciones de estos funcionarios a la prensa, sin calificaciones o reservas, infringen 

la presunción de inocencia en la medida en que fomenta que el público crea en la culpabilidad de la 

persona y prejuzga la evaluación de los hechos por una autoridad judicial competente. Esta Corte 

coincide con este criterio y advierte que la presunción de inocencia exige que las autoridades estatales 

sean discretas y prudentes al realizar declaraciones públicas sobre un proceso penal. 

247. Al respecto, la Corte reitera que las autoridades estatales deben tener en cuenta que los 

funcionarios públicos tienen una posición de garante de los derechos fundamentales de las personas 

y, por tanto, sus declaraciones no pueden desconocer éstos. Este deber de especial cuidado se ve 

particularmente acentuado en situaciones de mayor conflictividad social, alteraciones del orden 

público o polarización social o política –tales como la lucha contra el terrorismo en el Perú -

precisamente por el conjunto de riesgos que pueden implicar para determinadas personas o grupos en 

un momento dado. La presunción de inocencia no impide que las autoridades mantengan debidamente 

informada a la sociedad sobre investigaciones penales, pero requiere que cuando lo hagan, guarden 

la debida discreción y circunspección necesaria para garantizar la presunción de inocencia de los 

posibles involucrados. 

258. Al referirse a las garantías judiciales protegidas en el artículo 8 de la Convención, también 

conocidas como garantías procesales, este Tribunal ha establecido que para que en un proceso existan 

verdaderamente dichas garantías, es preciso que se observen todos los requisitos que sirvan para 

proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho, es decir, las condiciones 

que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquellos cuyos derechos u obligaciones 

están bajo consideración judicial. La referida disposición convencional contempla un sistema de 

garantías que condicionan el ejercicio del ius puniendi del Estado y que buscan asegurar que el 

inculpado o imputado no sea sometido a decisiones arbitrarias, toda vez que se deben observar “las 

debidas garantías” que aseguren, según el procedimiento de que se trate, el derecho al debido proceso. 

Asimismo, esta Corte ha señalado que toda persona sujeta a un juicio de cualquier naturaleza ante un 
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órgano del Estado deberá contar con la garantía de que dicho órgano actúe en los términos del 

procedimiento legalmente previsto para el conocimiento y la resolución del caso que se le somete. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007  

30. De conformidad con el párrafo 2 del artículo 14, toda persona acusada de un delito tiene derecho 

a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. La presunción 

de inocencia, que es fundamental para la protección de los derechos humanos, impone la carga de la 

prueba a la acusación, garantiza que no se presuma la culpabilidad a menos que se haya demostrado 

la acusación fuera de toda duda razonable, asegura que el acusado tenga el beneficio de la duda, y 

exige que las personas acusadas de un delito sean tratadas de conformidad con este principio. Todas 

las autoridades públicas tienen el deber de abstenerse de prejuzgar los resultados de un juicio, por 

ejemplo, absteniéndose de hacer comentarios públicos en que se declare la culpabilidad del acusado. 

Normalmente, los acusados no deberán llevar grilletes o estar enjaulados durante el juicio, ni ser 

presentados ante el tribunal de alguna otra manera que dé a entender que podría tratarse de 

delincuentes peligrosos. Los medios de comunicación deberán evitar expresar opiniones perjudiciales 

a la presunción de inocencia. Además, la duración de la detención preventiva nunca deber· ser 

considerada indicativa de culpabilidad ni del grado de ésta. La denegación de la libertad bajo fianza 

o las conclusiones de responsabilidad en procedimientos civiles no afectan a la presunción de 

inocencia. 

Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial. Recomendación General N° 31 sobre 

la prevención de la discriminación racial en la administración y funcionamiento de la justicia 

penal. A/60/18, 2005. 

29. Presunción de inocencia. La garantía de este derecho exige que los órganos policiales, judiciales 

y otros órganos del poder público tengan prohibido manifestar en público su opinión sobre la 

culpabilidad de los acusados antes de que recaiga sentencia y, a fortiori, sembrar sospechas de 

antemano sobre los miembros de un grupo racial o étnico determinado. Dichas autoridades velarán 

por que los medios de comunicación no difundan informaciones que puedan estigmatizar a 

determinadas categorías de personas, en particular a las que pertenecen a los grupos mencionados en 

el último párrafo del preámbulo. 

4.2 Derecho de defensa 

4.2.1 Derecho a que se le comunique la acusación 

Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 

de noviembre de 2009. Serie C No. 206 

28. Para satisfacer el artículo 8.2.b convencional el Estado debe informar al interesado no solamente 

de la causa de la acusación, esto es, las acciones u omisiones que se le imputan, sino también las 

razones que llevan al Estado a formular la imputación, los fundamentos probatorios de ésta y la 

caracterización legal que se da a esos hechos. Toda esta información debe ser expresa, clara, integral 

y suficientemente detallada para permitir al acusado que ejerza plenamente su derecho a la defensa y 
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muestre al juez su versión de los hechos. La Corte ha considerado que la puntual observancia del 

artículo 8.2.b es esencial para el ejercicio efectivo del derecho a la defensa.  

30. Por todo ello, el artículo 8.2.b convencional rige incluso antes de que se formule una “acusación” 

en sentido estricto. Para que el mencionado artículo satisfaga los fines que le son inherentes, es 

necesario que la notificación ocurra previamente a que el inculpado rinda su primera declaración ante 

cualquier autoridad pública. 

31. Evidentemente, el contenido de la notificación variará de acuerdo al avance de las investigaciones, 

llegando a su punto máximo, expuesto en el párrafo 28 supra, cuando se produce la presentación 

formal y definitiva de cargos. Antes de ello y como mínimo el investigado deberá conocer con el 

mayor detalle posible los hechos que se le atribuyen. 

47. El hecho de que el señor Barreto Leiva hubiese podido conocer por los medios de comunicación 

o por su declaración previa ante el Congreso (supra párr. 33) el tema de la investigación que se estaba 

realizando, no relevaba al Estado de cumplir con lo dispuesto en el artículo 8.2.b de la Convención. 

El investigado, antes de declarar, tiene que conocer de manera oficial cuáles son los hechos que se le 

imputan, no sólo deducirlos de la información pública o de las preguntas que se le formulan. De esta 

forma su respuesta podrá ser efectiva y sin el margen de error que las conjeturas producen; se 

garantizará el principio de congruencia, según el cual debe mediar identidad entre los hechos de los 

que se informa al inculpado y aquellos por los que se le procesa, acusa y sentencia, y se asegura el 

derecho a la defensa. 

Corte IDH. Caso J. vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275 

196. La señora J. fue detenida en el marco del Operativo Moyano, el cual como se estableció 

previamente fue una operación cuidadosamente planificada luego de un proceso de investigación de 

inteligencia (supra párrs. 78 y 79). De ello se desprende que existía una investigación en trámite antes 

de la detención de la señora J. de la cual ésta no fue notificada. Al respecto, el Estado ha indicado que 

“la notificación a cualquier persona implicaba simplemente el fracaso del operativo y nunca se podría 

haber capturado a la máxima dirigencia de Sendero Luminoso y menos aún haber acabado con este 

grupo terrorista”. En este sentido, esta Corte ha señalado que es admisible que en determinados casos 

exista reserva de las diligencias adelantas durante una investigación en un proceso penal, de modo de 

garantizar la eficacia en la administración de justicia. Asiste al Estado la potestad de construir un 

expediente tomando las medidas necesarias para impedir que dicha labor se vea afectada por la 

destrucción u ocultamiento de pruebas. Sin embargo, esta potestad debe armonizarse con el derecho 

de defensa del investigado, que supone, la posibilidad de conocer los hechos que se le imputan. 

197. De la información aportada a la Corte no es posible determinar con precisión cuando se inició la 

investigación relativa al Operativo Moyano, ni tampoco si la señora J. había sido individualizada e 

identificada como una persona de interés o presuntamente relacionada con El Diario antes de su 

detención, por lo cual no es posible determinar si hubiera podido ser notificada de la investigación 

antes de su detención. No obstante, la Corte recuerda que la transición entre “investigado” y 

“acusado” -y en ocasiones incluso “condenado”- puede producirse de un momento a otro, por lo cual 
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no puede esperarse a que la persona sea formalmente acusada para proporcionarle la información de 

la que depende el oportuno ejercicio del derecho a la defensa. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007  

31. El derecho de toda persona acusada de un delito a ser informada sin demora, en un idioma que 

comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de los cargos formulados contra ella, 

consagrado en el apartado a) del párrafo 3, es la primera de las garantías mínimas de un proceso penal 

previstas en el artículo 14. Esta garantía se aplica a todos los casos de acusación de carácter penal, 

incluidos los de personas no detenidas, mas no a las investigaciones penales que preceden a la 

formulación de los cargos. La obligación de informar a la persona sobre las razones de su detención 

se establece por separado, en el párrafo 2 del artículo 9 del Pacto. El derecho a ser informado "sin 

demora" de la acusación exige que la información se proporcione tan pronto como una autoridad 

competente, con arreglo al derecho interno, formule la acusación contra una persona, o la designe 

públicamente como sospechosa de haber cometido un delito. Las exigencias concretas del apartado 

a) del párrafo 3 pueden satisfacerse formulando la acusación verbalmente, siempre que más tarde se 

confirme por escrito, o por escrito, a condición de bien que en la información se indiquen tanto la ley 

como los supuestos hechos generales en que se basa la acusación. En el caso de los procesos in 

absentia se requiere, de conformidad con el apartado a) del párrafo 3 del artículo 14, que, pese a la no 

comparecencia del acusado, se hayan tomado todas las medidas posibles para informarle de las 

acusaciones y de su juicio. 

4.2.2 Proporción de tiempo y medios adecuados para la preparación de la defensa 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007  

32. El apartado b) del párrafo 3 estipula que los acusados deben disponer del tiempo y de los medios 

adecuados para la preparación de su defensa y deben poder comunicarse con un defensor  de su 

elección. Esta disposición es un elemento importante de la garantía de un juicio justo y una aplicación 

del principio de igualdad de medios. En caso de que un acusado carezca de medios, la comunicación 

con la parte letrada sólo puede garantizarse si se le proporciona un intérprete sin costo alguno. Lo que 

constituye "tiempo adecuado" depende de las circunstancias de cada caso. Si los abogados consideran 

razonablemente que el plazo para la preparación de la defensa es insuficiente, son ellos quienes deben 

solicitar un aplazamiento del juicio. El Estado Parte no debe ser considerado responsable de la 

conducta de un abogado defensor, salvo que haya sido, o debiera haber sido, manifiestamente 

evidente para el juez que el comportamiento del abogado era incompatible con los intereses de la 

justicia. Existe la obligación de aceptar las solicitudes de aplazamiento que sean razonables, en 

particular cuando se impute al acusado un delito grave y se necesite más tiempo para la preparación 

de la defensa.  

33. Los "medios adecuados" deben comprender el acceso a los documentos y otras pruebas; ese 

acceso debe incluir todos los materiales que la acusación tenga previsto presentar ante el tribunal 

contra el acusado o que constituyan pruebas de descargo. Se considerarán materiales de descargo no 

solo aquellos que establezcan la inocencia sino también otras pruebas que puedan asistir a la defensa 
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(por ejemplo, indicios de que una confesión no fue hecha voluntariamente). En los casos en que se 

afirme que se obtuvieron pruebas en violación del artículo 7, también debe presentarse información 

sobre las circunstancias en que se obtuvieron las pruebas para que se pueda evaluar dicha afirmación. 

Si el acusado no habla el idioma en que se celebra el juicio, pero está representado por un abogado 

que conoce ese idioma, podrá bastar que se faciliten a éste los documentos pertinentes del expediente. 

4.2.2 Derecho a ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado si el inculpado no se 

defendiere por sí mismo ni nombrare defensor 

Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 

de noviembre de 2009. Serie C No. 206 

29. Ahora bien, el derecho a la defensa debe necesariamente poder ejercerse desde que se señala a 

una persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el 

proceso, incluyendo, en su caso, la etapa de ejecución de la pena. Sostener lo opuesto implicaría 

supeditar las garantías convencionales que protegen el derecho a la defensa, entre ellas el artículo 

8.2.b, a que el investigado encuentre en determinada fase procesal, dejando abierta la posibilidad de 

que con anterioridad se afecte un ámbito de sus derechos a través de actos de autoridad que desconoce 

o a los que no puede controlar u oponerse con eficacia, lo cual es evidentemente contrario a la 

Convención. En efecto, impedir que la persona ejerza su derecho de defensa desde que se inicia la 

investigación en su contra y la autoridad dispone o ejecuta actos que implican afectación de derechos 

es potenciar los poderes investigativos del Estado en desmedro de derechos fundamentales de la 

persona investigada. El derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento 

como un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no simplemente 

como objeto del mismo. 

62. Si el derecho a la defensa surge desde el momento en que se ordena investigar a una persona 

(supra párr. 29), el investigado debe tener acceso a la defensa técnica desde ese mismo momento, 

sobre todo en la diligencia en la que se recibe su declaración. Impedir a éste contar con la asistencia 

de su abogado defensor es limitar severamente el derecho a la defensa, lo que ocasiona desequilibrio 

procesal y deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo. 

64. En consecuencia, el señor Barreto Leiva tenía, conforme a la Convención Americana, el derecho 

de ser asistido por su abogado defensor y no por el Ministerio Público, cuando rindió las dos 

declaraciones preprocesales indicadas en los párrafos 35 y 40 supra. Al habérsele privado de esa 

asistencia, el Estado violó en su perjuicio el artículo 8.2.d de la Convención, en relación con el artículo 

1.1 de la misma. 

Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218 

132. En este contexto, es de resaltar la importancia de la asistencia letrada en casos como el presente, 

en que se trata de una persona extranjera, que puede no conocer el sistema legal del país y que se 

encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad al encontrarse privada de libertad, lo cual 

requiere que el Estado receptor tome en cuenta las particularidades de su situación, para que goce de 

un acceso efectivo a la justicia en términos igualitarios. Así, el Tribunal estima que la asistencia debe 

ser ejercida por un profesional del Derecho para poder satisfacer los requisitos de una defensa técnica 
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a través de la cual se asesore a la persona sometida a proceso, inter alia, sobre la posibilidad de ejercer 

recursos contra actos que afecten derechos. Si el derecho a la defensa surge desde el momento en que 

se ordena investigar a una persona o la autoridad dispone o ejecuta actos que implican afectación de 

derechos, la persona sometida a un proceso administrativo sancionatorio debe tener acceso a la 

defensa técnica desde ese mismo momento. Impedir a éste contar con la asistencia de su abogado 

defensor es limitar severamente el derecho a la defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y deja 

al individuo sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo. 

146. La Corte ha considerado que, en procedimientos administrativos o judiciales en los cuales se 

pueda adoptar una decisión que implique la deportación, expulsión o privación de libertad, la 

prestación de un servicio público gratuito de defensa legal a favor de éstas es necesaria para evitar la 

vulneración del derecho a las garantías del debido proceso. En efecto, en casos como el presente en 

que la consecuencia del procedimiento migratorio podía ser una privación de la libertad de carácter 

punitivo, la asistencia jurídica gratuita se vuelve un imperativo del interés de la justicia. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007  

34. El derecho a comunicarse con el defensor exige que se garantice al acusado el pronto acceso a su 

abogado. Los abogados deben poder reunirse con sus clientes en privado y comunicarse con los 

acusados en condiciones que garanticen plenamente el carácter confidencial de sus comunicaciones. 

Además, los abogados deben poder asesorar y representar a las personas acusadas de un delito de 

conformidad con la ética profesional establecida, sin ninguna restricción, influencia, presión o 

injerencia indebida de ninguna parte. 

37. En segundo lugar, el derecho de todos los acusados de un delito penal a defenderse personalmente 

o mediante un abogado de su propia elección y a ser informados de este derecho, conforme a lo 

dispuesto en el apartado d) del párrafo 3 del artículo 14, se refiere a dos tipos de defensa que no se 

excluyen mutuamente. Las personas asistidas por un abogado tienen derecho a dar instrucciones al 

abogado sobre cómo llevar adelante el caso, dentro de los límites de la responsabilidad profesional, 

y a prestar testimonio en su propio nombre. Al mismo tiempo, el tenor del Pacto es claro, en todos 

los idiomas oficiales, en el sentido de que prevé el derecho a defenderse personalmente "o" a ser 

asistido por un defensor de su elección, lo que entraña la posibilidad de que el acusado rechace la 

asistencia de un abogado. Sin embargo, este derecho a defenderse sin abogado no es absoluto. En 

algunos juicios concretos, el interés de la justicia puede exigir el nombramiento de un abogado en 

contra de los deseos del acusado, en particular en los casos de personas que obstruyan sustancial y 

persistentemente la debida conducción del juicio, o hagan frente a una acusación grave y sean 

incapaces de actuar en defensa de sus propios intereses, o cuando sea necesario para proteger a 

testigos vulnerables de nuevas presiones o intimidaciones si los acusados fuesen a interrogarlos 

personalmente. Sin embargo, toda restricción del deseo de los acusados de defenderse por su cuenta 

tendrá que tener un propósito objetivo y suficientemente serio y no ir más allá de lo que sea necesario 

para sostener el interés de la justicia. Por consiguiente, la legislación nacional debe evitar excluir 

cualquier posibilidad de que una persona se defienda en un proceso penal sin la asistencia de un 

abogado. 
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38. En tercer lugar, el apartado d) del párrafo 3 del artículo 14 garantiza el derecho de los acusados a 

que se les nombre un defensor de oficio siempre que el interés de la justicia lo exija, y gratuitamente 

si carecen de medios suficientes para pagarlo. La gravedad del delito es importante al decidir si ha de 

nombrarse un abogado en "el interés de la justicia", así como cuando existe alguna probabilidad 

objetiva de éxito en la fase de apelación. En los casos sancionables con la pena capital, es axiomático 

que los acusados deben ser asistidos efectivamente por un abogado en todas las etapas del proceso. 

Los abogados nombrados por las autoridades competentes sobre la base de esta disposición deberán 

representar efectivamente a los acusados. A diferencia de lo que ocurre con los abogados contratados 

a título privado, los casos flagrantes de mala conducta o incompetencia, como el retiro de una 

apelación sin consulta en un caso de pena de muerte, o la ausencia durante el interrogatorio de un 

testigo en esos casos, pueden entrañar la responsabilidad del Estado por violación del apartado d) del 

párrafo 3 del artículo 14, siempre que haya sido evidente para el juez que el comportamiento del 

letrado era incompatible con los intereses de la justicia. También se viola esta disposición si el tribunal 

u otra autoridad competente impiden que los abogados nombrados cumplan debidamente sus 

funciones. 

4.2.3 Derecho de Asistencia Consular 

Corte IDH. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las 

Garantías del Debido Proceso Legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. 

Serie A No. 16 

119. Para alcanzar sus objetivos, el proceso debe reconocer y resolver los factores de desigualdad real 

de quienes son llevados ante la justicia. Es así como se atiende el principio de igualdad ante la ley y 

los tribunales y a la correlativa prohibición de discriminación. La presencia de condiciones de 

desigualdad real obliga a adoptar medidas de compensación que contribuyan a reducir o eliminar los 

obstáculos y deficiencias que impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios intereses. Si no 

existieran esos medios de compensación, ampliamente reconocidos en diversas vertientes del 

procedimiento, difícilmente se podría decir que quienes se encuentran en condiciones de desventaja 

disfrutan de un verdadero acceso a la justicia y se benefician de un debido proceso legal en 

condiciones de igualdad con quienes no afrontan esas desventajas.  

120. Por ello se provee de traductor a quien desconoce el idioma en que se desarrolla el 

procedimiento, y también por eso mismo se atribuye al extranjero el derecho a ser informado 

oportunamente de que puede contar con la asistencia consular. Estos son medios para que los 

inculpados puedan hacer pleno uso de otros derechos que la ley reconoce a todas las personas. 

Aquéllos y éstos, indisolublemente vinculados entre sí, forman el conjunto de las garantías procesales 

y concurren a integrar el debido proceso legal. 

121. En el caso al que se refiere la presente Opinión Consultiva, ha de tomarse en cuenta la situación 

real que guardan los extranjeros que se ven sujetos a un procedimiento penal, del que dependen sus 

bienes jurídicos más valiosos y, eventualmente, su vida misma. Es evidente que, en tales 

circunstancias, la notificación del derecho a comunicarse con el representante consular de su país, 

contribuirá a mejorar considerablemente sus posibilidades de defensa y a que los actos procesales en 

los que interviene - y entre ellos los correspondientes a diligencias de policía - se realicen con mayor 

apego a la ley y respeto a la dignidad de las personas.  
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122. En tal virtud, la Corte estima que el derecho individual que se analiza en esta Opinión Consultiva 

debe ser reconocido y considerado en el marco de las garantías mínimas para brindar a los extranjeros 

la oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y contar con un juicio justo.  

123. La incorporación de este derecho en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares -y el 

contexto de las discusiones respectivas, durante su redacción-, demuestran un reconocimiento 

uniforme de que el derecho a la información sobre la asistencia consular constituye un medio para la 

defensa del inculpado, que repercute - y en ocasiones decisivamente- en el respeto de sus otros 

derechos procesales.  

124. En otros términos, el derecho individual de información establecido en el artículo 36.1.b) de la 

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares permite que adquiera eficacia, en los casos 

concretos, el derecho al debido proceso legal consagrado en el artículo 14 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos; y que este precepto establece garantías mínimas susceptibles de 

expansión a la luz de otros instrumentos internacionales como la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares, que amplían el horizonte de la protección de los justiciables.  

 

Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218 

152. La Corte observa que los extranjeros detenidos en un medio social y jurídico diferente de los 

suyos, y muchas veces con un idioma que desconocen, experimentan una condición de particular 

vulnerabilidad, que el derecho a la información sobre la asistencia consular, enmarcado en el universo 

conceptual de los derechos humanos, busca remediar de modo tal de asegurar que la persona 

extranjera detenida disfrute de un verdadero acceso a la justicia, se beneficie de un debido proceso 

legal en condiciones de igualdad con quienes no afrontan esas desventajas, y goce de condiciones de 

detención compatibles con el respeto debido a la dignidad de las personas. Para alcanzar sus objetivos, 

el proceso debe reconocer y resolver los factores de desigualdad real de quienes son llevados ante la 

justicia. Es así como se atiende el principio de igualdad ante la ley y los tribunales y a la correlativa 

prohibición de discriminación. La presencia de condiciones de desigualdad real obliga a adoptar 

medidas de compensación que contribuyan a reducir o eliminar los obstáculos y deficiencias que 

impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios intereses. 

157. Es pertinente recordar que el derecho de un detenido extranjero a solicitar la ayuda del consulado 

de su país ha sido considerado como un componente de las “garantías mínimas para brindar a los 

extranjeros la oportunidad de preparar adecuadamente su defensa”. Es así que la Corte ha destacado 

varios actos relacionados con la defensa en los que el cónsul puede asistir al detenido (supra párr. 

154) y su importancia para garantizar el cumplimiento del derecho a “ser asistido por un defensor” 

bajo el artículo 8.2.d) de la Convención. De modo tal que “[l]a inobservancia u obstrucción de[l] 

derecho [del detenido] a la información afecta las garantías judiciales”, y puede resultar en una 

violación de las mismas. 

158. En cuanto al acceso efectivo a la comunicación consular, la Convención de Viena dispone que 

al detenido se le debe permitir: 1) comunicarse libremente con los funcionarios consulares; y 2) recibir 

visitas de ellos. Según este instrumento, “los funcionarios consulares tendrán derecho a visitar al 
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nacional del Estado [y] a organizar su defensa ante los tribunales”. Es decir, el Estado receptor no 

debe obstruir la actuación del funcionario consular de brindar servicios legales al detenido. Asimismo, 

el detenido tiene el derecho a la asistencia misma, lo cual impone al Estado del cual el detenido es 

nacional el deber de proteger los derechos de sus nacionales en el extranjero brindando protección 

consular. Las visitas de los funcionarios consulares deberían ser con miras a proveer la “protección 

de los intereses” del detenido nacional, particularmente los asociados con “su defensa ante los 

tribunales”. De esta manera, el derecho a la visita consular presenta un potencial para garantizar y dar 

efectividad a los derechos a la libertad personal, la integridad personal y la defensa. 

4.3 Derecho a presentar testigos y a interrogar y contrainterrogar testigos 

Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activistas del Pueblo Indígena 

Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C 

N° 279. 

241. La Corte se ha pronunciado en anteriores oportunidades acerca de violaciones del derecho de la 

defensa de interrogar testigos en casos que trataban de medidas que en el marco de la jurisdicción 

penal militar imponían una absoluta restricción para contrainterrogar testigos de cargo, otros en los 

que había no sólo “testigos sin rostro” sino también “jueces sin rostro”, y en otro que se refiere a un 

juicio político celebrado ante el Congreso en el cual a los magistrados inculpados no se les permitió 

contrainterrogar a los testigos en cuyos testimonios se basó su destitución. 

242. El literal f) del artículo 8.2 de la Convención consagra la “garantía mínima” del “derecho de la 

defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como 

testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos”, la cual materializa los 

principios de contradictorio e igualdad procesal. La Corte ha señalado que entre las garantías 

reconocidas a quienes hayan sido acusados está la de examinar los testigos en su contra y a su favor, 

bajo las mismas condiciones, con el objeto de ejercer su defensa. La reserva de identidad del testigo 

limita el ejercicio de este derecho puesto que impide a la defensa realizar preguntas relacionadas con 

la posible enemistad, prejuicio y confiabilidad de la persona misma del declarante, así como otras que 

permitan argumentar que la declaración es falsa o equivocada. 

243. El deber estatal de garantizar los derechos a la vida y la integridad, la libertad y la seguridad 

personales de quienes declaran en el proceso penal puede justificar la adopción de medidas de 

protección. En esta materia el ordenamiento jurídico chileno comprende tanto medidas procesales 

(como la reserva de datos de identificación o de características físicas que individualicen a la persona) 

como extraprocesales (como la protección de su seguridad personal). 

246. Para pronunciarse en el presente caso, la Corte también tomará en cuenta si en los casos concretos 

el Estado aseguró que la afectación al derecho de defensa de los imputados que se derivó de la 

utilización de la medida de reserva de identidad de testigos estuvo suficientemente contrarrestada por 

medidas de contrapeso, tales como las siguientes: a) la autoridad judicial debe conocer la identidad 

del testigo y tener la posibilidad de observar su comportamiento durante el interrogatorio con el objeto 

de que pueda formar su propia impresión sobre la confiabilidad del testigo y de su declaración, y b) 

debe concederse a la defensa una amplia oportunidad de interrogar directamente al testigo en alguna 

de las etapas del proceso, sobre cuestiones que no estén relacionadas con su identidad o paradero 
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actual; lo anterior con el objeto de que la defensa pueda apreciar el comportamiento del testigo bajo 

interrogatorio, de modo que pueda desacreditarlo o, por lo menos, plantear dudas sobre la 

confiabilidad de su declaración. 

247. Incluso cuando se hayan adoptado medidas de contrapeso que parecen suficientes, la condena 

no puede estar fundada únicamente o en grado decisivo en declaraciones realizadas por testigos de 

identidad reservada. De lo contrario, se podría llegar a condenar al imputado utilizando 

desproporcionadamente un medio probatorio que fue obtenido en detrimento de su derecho de 

defensa. Por tratarse de prueba obtenida en condiciones en las que los derechos del inculpado han 

sido limitados, las declaraciones de testigos con reserva de identidad deben tratarse con extrema 

precaución, ser valoradas en conjunto con el acervo probatorio, las observaciones u objeciones de la 

defensa y las reglas de la sana crítica. La determinación de si este tipo de pruebas ha tenido un peso 

decisivo en el fallo condenatorio dependerá de la existencia de otro tipo de pruebas que corrobore 

aquellas de tal forma que, a mayor prueba corroborativa, menor será el grado decisivo que el fallador 

otorga al testimonio de identidad reservada. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007 

39. El apartado e) del párrafo 3 del artículo 14 garantiza el derecho de las personas acusadas a 

interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de 

descargo y a que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo. Como 

aplicación del principio de la igualdad de medios, esta garantía es importante para asegurar una 

defensa efectiva por los acusados y sus abogados y, en consecuencia, garantiza a los acusados las 

mismas facultades jurídicas para obligar a comparecer a testigos e interrogarlos y contrainterrogarlos 

que las que tiene la acusación. Sin embargo, no otorga un derecho ilimitado a obtener la 

comparecencia de cualquier testigo que soliciten los acusados o sus abogados, sino sólo el derecho a 

que se admita a testigos pertinentes para la defensa, y a tener la oportunidad de interrogar a los testigos 

de cargo e impugnar sus declaraciones en alguna etapa del proceso. Dentro de estas limitaciones, y 

con sujeción a las limitaciones impuestas al uso de declaraciones, confesiones u otras pruebas 

obtenidas en contravención del artículo 7, corresponde en primer lugar a los poderes legislativos 

nacionales de los Estados Partes determinar la admisibilidad de las pruebas y la forma en que ha de 

ser evaluada por los tribunales. 

4.4 Derecho a recurrir 

Corte IDH. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107 

161. De acuerdo al objeto y fin de la Convención Americana, cual es la eficaz protección de los 

derechos humanos, se debe entender que el recurso que contempla el artículo 8.2.h. de dicho tratado 

debe ser un recurso ordinario eficaz mediante el cual un juez o tribunal superior procure la corrección 

de decisiones jurisdiccionales contrarias al derecho. Si bien los Estados tienen un margen de 

apreciación para regular el ejercicio de ese recurso, no pueden establecer restricciones o requisitos 

que infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del fallo. Al respecto, la Corte ha establecido 
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que “no basta con la existencia formal de los recursos sino que éstos deben ser eficaces”, es decir, 

deben dar resultados o respuestas al fin para el cual fueron concebidos.  

Corte IDH. Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2012. Serie C No. 255 

91. El artículo 8.2 de la Convención contempla la protección de garantías mínimas a favor de “[t]oda 

persona inculpada de delito”. En el último inciso en que expone esas garantías, cual es el h), protege 

el “derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior”. La Corte entiende que el artículo 8.2 

se refiere, en términos generales, a las garantías mínimas de una persona que es sometida a una 

investigación y proceso penal. Esas garantías mínimas deben ser protegidas dentro del contexto de 

las distintas etapas del proceso penal, que abarca la investigación, acusación, juzgamiento y condena. 

92. Teniendo en cuenta que las garantías judiciales buscan que quien esté incurso en un proceso no 

sea sometido a decisiones arbitrarias, la Corte interpreta que el derecho a recurrir del fallo no podría 

ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél que es condenado, ya que la condena es la 

manifestación del ejercicio del poder punitivo del Estado. Resulta contrario al propósito de ese 

derecho específico que no sea garantizado frente a quien es condenado mediante una sentencia que 

revoca una decisión absolutoria. Interpretar lo contrario, implicaría dejar al condenado desprovisto 

de un recurso contra la condena. Se trata de una garantía del individuo frente al Estado y no solamente 

una guía que orienta el diseño de los sistemas de impugnación en los ordenamientos jurídicos de los 

Estados Partes de la Convención. 

119. Asimismo, la Corte destaca que, sin perjuicio de que cada uno de los derechos contenidos en la 

Convención tiene su ámbito, sentido y alcance propios, la falta de garantía del derecho a recurrir del 

fallo impide el ejercicio del derecho de defensa que se protege a través de este medio y trae implícita 

la ausencia de protección de otras garantías mínimas del debido proceso que deben asegurarse al 

recurrente, según correspondan, para que el juez o tribunal superior pueda pronunciase sobre los 

agravios sustentados. Con base en las razones expuestas, la Corte no estima necesario realizar un 

pronunciamiento adicional sobre las alegadas violaciones a los derechos de defensa, derecho a ser 

oído, deber de motivar y al derecho a un recurso sencillo y rápido. 

Corte IDH. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y 

Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260 

245. Debe entenderse que, independientemente del régimen o sistema recursivo que adopten los 

Estados Parte y de la denominación que den al medio de impugnación de la sentencia condenatoria, 

para que éste sea eficaz debe constituir un medio adecuado para procurar la corrección de una condena 

errónea. Ello requiere que pueda analizar las cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en que se 

basa la sentencia impugnada, puesto que en la actividad jurisdiccional existe una interdependencia 

entre las determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de forma tal que una errónea 

determinación de los hechos implica una errada o indebida aplicación del derecho. 

Consecuentemente, las causales de procedencia del recurso deben posibilitar un control amplio de los 

aspectos impugnados de la sentencia condenatoria. 



Recopilación Jurisprudencia Corte Interamericana Derechos Humanos 

68 
 

Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activistas del Pueblo Indígena 

Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C 

N° 279. 

269. El alcance y el contenido del derecho de recurrir del fallo han sido precisados en numerosos 

casos resueltos por esta Corte. En general, ha determinado que es una garantía primordial que se debe 

respetar en el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa pueda 

ser revisada por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica. Toda persona sometida a 

una investigación y proceso penal debe ser protegida en las distintas etapas del proceso, que abarca 

la investigación, acusación, juzgamiento y condena. 

270. En particular, considerando que la Convención Americana debe ser interpretada teniendo en 

cuenta su objeto y fin, que es la eficaz protección de los derechos humanos, la Corte ha determinado 

que debe ser un recurso ordinario, accesible y eficaz, que permita un examen o revisión integral del 

fallo recurrido, esté al alcance de toda persona condenada y respete las garantías procesales mínimas: 

a) Recurso ordinario: el derecho de interponer un recurso contra el fallo debe ser garantizado antes 

de que la sentencia adquiera la calidad de cosa juzgada, pues busca proteger el derecho de defensa 

evitando que quede firme una decisión adoptada en un procedimiento viciado y que contenga errores 

que ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses de una persona. 

b) Recurso accesible: su presentación no debe requerir mayores complejidades que tornen ilusorio 

este derecho. Las formalidades requeridas para su admisión deben ser mínimas y no deben constituir 

un obstáculo para que el recurso cumpla con su fin de examinar y resolver los agravios sustentados 

por el recurrente. 

c) Recurso eficaz: no basta con la existencia formal del recurso, sino que éste debe permitir que se 

obtengan resultados o respuestas al fin para el cual fue concebido. Independientemente del régimen 

o sistema recursivo que adopten los Estados Partes y de la denominación que den al medio de 

impugnación de la sentencia condenatoria, debe constituir un medio adecuado para procurar la 

corrección de una condena errónea. Este requisito está íntimamente vinculado con el siguiente: 

d) Recurso que permita un examen o revisión integral del fallo recurrido: debe asegurar la posibilidad 

de un examen integral de la decisión recurrida. Por lo tanto, debe permitir que se analicen las 

cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en que se basa la sentencia impugnada, puesto que en la 

actividad jurisdiccional existe una interdependencia entre las determinaciones fácticas y la aplicación 

del derecho, de forma tal que una errónea determinación de los hechos implica una errada o indebida 

aplicación del derecho. Consecuentemente, las causales de procedencia del recurso deben posibilitar 

un control amplio de los aspectos impugnados de la sentencia condenatoria. De tal modo se podrá 

obtener la doble conformidad judicial, pues la revisión íntegra del fallo condenatorio permite 

confirmar el fundamento y otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, al paso que 

brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. 

e) Recurso al alcance de toda persona condenada: el derecho a recurrir del fallo no podría ser efectivo 

si no se garantiza respecto de todo aquél que es condenado, ya que la condena es la manifestación del 

ejercicio del poder punitivo del Estado. Debe ser garantizado inclusive frente a quien es condenado 

mediante una sentencia que revoca una decisión absolutoria. 
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f) Recurso que respete las garantías procesales mínimas: los regímenes recursivos deben respetar las 

garantías procesales mínimas que, con arreglo al artículo 8 de la Convención, resulten pertinentes y 

necesarias para resolver los agravios planteados por el recurrente, sin que ello implique la necesidad 

de realizar un nuevo juicio oral. 

297. La Corte considera que los elementos aportados no son suficientes para concluir que la causal 

del artículo 374.e) del Código Procesal Penal no cumple con el estándar de recurso eficaz garantizado 

en el artículo 8.2.h de la Convención en lo que respecta a su amplitud para comprender la 

impugnación de cuestiones fácticas por medio de argumentaciones referidas al juicio probatorio 

realizado por el tribunal inferior. Tomando en cuenta que existen mutuas implicaciones entre las 

dimensiones fáctica, probatoria y jurídica de la sentencia penal (supra párr. 270.d), la Corte considera 

que, no siendo una conclusión derivable del texto de la causal referida, no ha sido probado que bajo 

la misma no sea posible impugnar cuestiones relativas a la base fáctica del fallo por medio del examen 

del juicio probatorio del mismo. Por lo tanto, la Corte concluye que en el presente caso el Estado no 

violó el deber de adoptar disposiciones de derecho interno, establecido en el artículo 2 de la 

Convención Americana, en relación con el derecho de recurrir del fallo consagrado en el artículo 

8.2.h de la misma, en perjuicio de las ocho presuntas víctimas del presente caso. 

298. No obstante, esta Corte insiste en que la interpretación que los tribunales internos realicen de la 

referida causal debe asegurar que se garanticen el contenido y criterios desarrollados por este Tribunal 

respecto del derecho a recurrir el fallo (supra párr. 270). El Tribunal reitera que las causales de 

procedencia del recurso asegurado por el artículo 8.2.h) de la Convención deben posibilitar que se 

impugnen cuestiones con incidencia en el aspecto fáctico del fallo condenatorio ya que el recurso 

debe permitir un control amplio de los aspectos impugnados, lo que requiere que se pueda analizar 

cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en las que está fundada la sentencia condenatoria. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007 

47. El párrafo 5 del artículo 14 se vulnera no sólo si la decisión de un tribunal de primera instancia se 

considera definitiva sino también si una condena impuesta por un tribunal de apelación o un tribunal 

de última instancia a una persona absuelta en primera instancia no puede ser revisada por un tribunal 

superior. Cuando el tribunal más alto de un país actúa como primera y única instancia, la ausencia de 

todo derecho a revisión por un tribunal superior no queda compensada por el hecho de haber sido 

juzgado por el tribunal de mayor jerarquía del Estado Parte; por el contrario, tal sistema es 

incompatible con el Pacto, a menos que el Estado Parte interesado haya formulado una reserva a ese 

efecto.  

48. El derecho de toda persona a que el fallo condenatorio y la pena impuesta se sometan a un tribunal 

superior, establecido en el párrafo 5 del artículo 14, impone al Estado Parte la obligación de revisar 

sustancialmente el fallo condenatorio y la pena, en lo relativo a la suficiencia tanto de las pruebas 

como de la legislación, de modo que el procedimiento permita tomar debidamente en consideración 

la naturaleza de la causa. Una revisión que se limite a los aspectos formales o jurídicos de la condena 

solamente no es suficiente a tenor del Pacto. Sin embargo, el párrafo 5 del artículo 14 no exige un 

nuevo juicio o una nueva "audiencia" si el tribunal que realiza la revisión puede estudiar los hechos 

de la causa. Así pues, por ejemplo, no se viola el Pacto si un tribunal de instancia superior examina 
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con todo detalle las alegaciones contra una persona declarada culpable, analiza los elementos de 

prueba que se presentaron en el juicio y los mencionados en la apelación y llega a la conclusión de 

que hubo suficientes pruebas de cargo para justificar el dictamen de culpabilidad en el caso de que se 

trata. 

4.5 Ne bis in ídem 

Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154 

154. En lo que toca al principio ne bis in idem, aún cuando es un derecho humano reconocido en el 

artículo 8.4 de la Convención Americana, no es un derecho absoluto y, por tanto, no resulta aplicable 

cuando: i) la actuación del tribunal que conoció el caso y decidió sobreseer o absolver al responsable 

de una violación a los derechos humanos o al derecho internacional obedeció al propósito de sustraer 

al acusado de su responsabilidad penal; ii) el procedimiento no fue instruido independiente o 

imparcialmente de conformidad con las debidas garantías procesales, o iii) no hubo la intención real 

de someter al responsable a la acción de la justicia. Una sentencia pronunciada en las circunstancias 

indicadas produce una cosa juzgada “aparente” o “fraudulenta”. Por otro lado, esta Corte considera 

que si aparecen nuevos hechos o pruebas que puedan permitir la determinación de los responsables 

de violaciones a los derechos humanos, y más aún, de los responsables de crímenes de lesa 

humanidad, pueden ser reabiertas las investigaciones, incluso si existe un sentencia absolutoria en 

calidad de cosa juzgada, puesto que las exigencias de la justicia, los derechos de las víctimas y la letra 

y espíritu de la Convención Americana desplaza la protección del ne bis in idem. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007  

54. El párrafo 7 del artículo 14 del Pacto, según el cual nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un 

delito por el que ya haya sido condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y 

el procedimiento penal de cada país, encarna el principio de la cosa juzgada. Esta disposición prohíbe 

hacer comparecer a una persona, una vez declarada culpable o absuelta por un determinado delito, 

ante el mismo tribunal o ante otro por ese mismo delito; así pues, por ejemplo, una persona que haya 

sido absuelta por un tribunal civil no podrá ser juzgada nuevamente por el mismo delito por un 

tribunal militar. El párrafo 7 del artículo 14 no prohíbe repetir el juicio de una persona declarada 

culpable in absentia que solicite la repetición, pero se aplica al segundo fallo condenatorio. 

56. La prohibición del párrafo 7 del artículo 14 no se aplica si un tribunal superior anula una condena 

y ordena la repetición del juicio. Tampoco se aplica a la reanudación de un juicio penal que se 

justifique por causas excepcionales, como el descubrimiento de pruebas que no se conocían o no 

estaban disponibles en el momento de la absolución.  

57. Esta garantía concierne a los delitos penales solamente, y no a las medidas disciplinarias que no 

equivalen a una sanción por un delito penal en el sentido del artículo 14 del Pacto. Además, no 

garantiza el principio de ne bis in idem respecto de las jurisdicciones nacionales de dos o más Estados. 

Este supuesto no debería, sin embargo, socavar los esfuerzos de los Estados para evitar que se juzgue 

dos veces el mismo delito penal mediante convenios internacionales. 
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4.6 Publicidad del proceso 

Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 

de noviembre de 2005. Serie C No. 135 

168. La publicidad del proceso tiene la función de proscribir la administración de justicia secreta, 

someterla al escrutinio de las partes y del público y se relaciona con la necesidad de la transparencia 

e imparcialidad de las decisiones que se tomen. Además, es un medio por el cual se fomenta la 

confianza en los tribunales de justicia. La publicidad hace referencia específica al acceso a la 

información del proceso que tengan las partes e incluso los terceros. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007  

28. En principio, todos los juicios en casos penales o casos conexos de carácter civil deberían llevarse 

a cabo oral y públicamente. La publicidad de las audiencias asegura la transparencia de las 

actuaciones y constituye así una importante garantía que va en interés de la persona y de la sociedad 

en su conjunto. Los tribunales deben facilitar al público información acerca de la fecha y el lugar de 

la vista oral y disponer medios adecuados para la asistencia de los miembros interesados del público, 

dentro de límites razonables, teniendo en cuenta, entre otras cosas, el posible interés público por el 

caso y la duración de la vista oral. El derecho a ser oído públicamente no se aplica necesariamente a 

todos los procedimientos de apelación, que pueden realizarse sobre la base de presentaciones escritas, 

ni a las decisiones anteriores al juicio que adopten los fiscales u otras autoridades públicas.  

29. En el párrafo 1 del artículo 14 se reconoce que los tribunales están facultados para excluir a la 

totalidad o a parte del público de un juicio por consideraciones de moral, orden público o seguridad 

nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, 

en la medida estrictamente necesaria, en opinión del tribunal, en circunstancias especiales en que la 

publicidad pudiera perjudicar los intereses de la justicia. Aparte de tales circunstancias excepcionales, 

toda audiencia deber· estar abierta al público en general, incluidos los miembros de los medios de 

comunicación, y no estar limitada, por ejemplo, sólo a una categoría particular de personas. Aun en 

los casos en que se excluye al público del juicio, la sentencia, con inclusión de las conclusiones 

esenciales, las pruebas clave y los fundamentos jurídicos, se deber hacer pública, excepto cuando el 

interés de menores de edad exija lo contrario, o en los procedimientos referentes a pleitos 

matrimoniales o a la tutela de menores. 

4.7 Niños, niñas y adolescentes 

Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 

del 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17 

92. Como se ha dicho anteriormente (supra 87), los Estados tienen la obligación de reconocer y 

respetar los derechos y libertades de la persona humana, así como proteger y asegurar su ejercicio a 

través de las respectivas garantías (artículo 1.1), medios idóneos para que aquéllos sean efectivos en 

toda circunstancia, tanto el corpus iuris de derechos y libertades como las garantías de éstos, son 

conceptos inseparables del sistema de valores y principios característico de la sociedad democrática. 

En ésta “los derechos y libertades inherentes a la persona, sus garantías y el Estado de Derecho 
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constituyen una tríada, cada uno de cuyos componentes se define, completa y adquiere sentido en 

función de los otros”.  

93. Entre estos valores fundamentales figura la salvaguarda de los niños, tanto por su condición de 

seres humanos y la dignidad inherente a éstos, como por la situación especial en que se encuentran. 

En razón de su inmadurez y vulnerabilidad, requieren protección que garantice el ejercicio de sus 

derechos dentro de la familia, de la sociedad y con respecto al Estado.  

94. Estas consideraciones se deben proyectar sobre la regulación de los procedimientos, judiciales o 

administrativos, en los que se resuelva acerca de derechos de los niños y, en su caso, de las personas 

bajo cuya potestad o tutela se hallan aquéllas.  

95. Las garantías consagradas en los artículos 8 y 25 de la Convención se reconocen a todas las 

personas por igual, y deben correlacionarse con los derechos específicos que estatuye, además, el 

artículo 19, en forma que se reflejen en cualesquiera procesos administrativos o judiciales en los que 

se discuta algún derecho de un niño.  

96. Es evidente que las condiciones en las que participa un niño en un proceso no son las mismas en 

que lo hace un adulto. Si se sostuviera otra cosa se desconocería la realidad y se omitiría la adopción 

de medidas especiales para la protección de los niños, con grave perjuicio para estos mismos. Por lo 

tanto, es indispensable reconocer y respetar las diferencias de trato que corresponden a diferencias de 

situación, entre quienes participan en un procedimiento. 

98. En definitiva, si bien los derechos procesales y sus correlativas garantías son aplicables a todas 

las personas, en el caso de los niños el ejercicio de aquéllos supone, por las condiciones especiales en 

las que se encuentran los menores, la adopción de ciertas medidas específicas con el propósito de que 

gocen efectivamente de dichos derechos y garantías. 

Corte IDH. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 

112 

209. Esta Corte ha señalado que las garantías consagradas en el artículo 8 de la Convención se 

reconocen a todas las personas por igual, y deben correlacionarse con los derechos específicos que 

estatuye, además, el artículo 19 de dicho tratado, de tal forma que se reflejen en cualesquiera procesos 

administrativos o judiciales en los que se discuta algún derecho de un niño. Si bien los derechos 

procesales y sus correlativas garantías son aplicables a todas las personas, en el caso de los niños el 

ejercicio de aquéllos supone, por las condiciones especiales en las que se encuentran los niños, la 

adopción de ciertas medidas específicas con el propósito de que gocen efectivamente de dichos 

derechos y garantías. 

210. Este Tribunal ha sostenido que una consecuencia evidente de la pertinencia de atender en forma 

diferenciada y específica las cuestiones referentes a los niños, y particularmente, las relacionadas con 

la conducta ilícita, es el establecimiento de órganos jurisdiccionales especializados para el 

conocimiento de conductas penalmente típicas atribuidas a aquéllos y un procedimiento especial por 

el cual se conozcan estas infracciones a la ley penal. En el mismo sentido la Convención sobre los 

Derechos del Niño contempla el “establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e 
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instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a 

quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes”. 

211. A la luz de las normas internacionales pertinentes en la materia, la referida jurisdicción especial 

para niños en conflicto con la ley en el Paraguay, así como sus leyes y procedimientos 

correspondientes, deben caracterizarse, inter alia, por los siguientes elementos: 1) en primer lugar, la 

posibilidad de adoptar medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales; 2) en 

el caso de que un proceso judicial sea necesario, este Tribunal dispondrá de diversas medidas, tales 

como asesoramiento psicológico para el niño durante el procedimiento, control respecto de la manera 

de tomar el testimonio del niño y regulación de la publicidad del proceso; 3) dispondrá también de 

un margen suficiente para el ejercicio de facultades discrecionales en las diferentes etapas de los 

juicios y en las distintas fases de la administración de justicia de niños; y 4) los que ejerzan dichas 

facultades deberán estar especialmente preparados y capacitados en los derechos humanos del niño y 

la psicología infantil para evitar cualquier abuso de la discrecionalidad y para asegurar que las 

medidas ordenadas en cada caso sean idóneas y proporcionales. 

Comité de Derechos Humanos. Observación: CCPR-GC-32 El derecho a un juicio imparcial y 

a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia (Sustituye la CCPR/GC/13), 2007  

42. El párrafo 4 del artículo 14 dispone que en los procedimientos aplicables a los menores de edad 

se tendrán en cuenta su edad y la importancia de estimular su readaptación social.  

Los menores de edad deben gozar por lo menos de las mismas garantías y protección que el artículo 

14 del Pacto concede a los adultos. Además, los menores necesitan una protección especial. En los 

procedimientos penales, en particular, deben ser informados de los cargos que pesan en su contra y, 

cuando sea procedente, por intermedio de sus padres o sus representantes legales, recibir asistencia 

adecuada en la preparación y presentación de su defensa, ser juzgados sin demora en una audiencia 

con las debidas garantías, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asistencia adecuada y, a 

menos que se considere que ello sea contrario al interés superior del niño, en particular teniendo en 

cuenta su edad o situación, en presencia de sus padres o tutores legales. La detención antes del juicio 

o durante él debe evitarse en la medida de lo posible.  

43. Los Estados deben adoptar medidas para establecer un sistema adecuado de justicia penal de 

menores que garantice que éstos sean tratados de una forma compatible con su edad. Es importante 

establecer una edad mínima por debajo de la cual no se enjuiciará a los menores por delitos penales; 

esa edad deberá tener en cuenta su inmadurez física y mental.  

44. Siempre que sea apropiado, en particular cuando se trate de rehabilitar a los menores que 

presuntamente hayan cometido actos prohibidos por el derecho penal, deberán preverse medidas 

distintas de los procedimientos judiciales, como la mediación entre el autor y la víctima, conferencias 

con la familia del autor, servicios de orientación y apoyo psicológico, servicios a la comunidad o 

programas educativos, a condición de que sean compatibles con los requisitos del Pacto y otras 

normas pertinentes de derechos humanos. 

 


